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I. ANTECEDENTES PROCESALES 

1. El 28 de mayo de 2010, OPIC Karimun Corporation (“OPIC” o “Demandante”), una sociedad 

constituida de conformidad con los leyes de la República de Panamá, presentó ante el Centro 

Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (“CIADI” o “Centro”) una 

Solicitud de Arbitraje (“Solicitud”) de conformidad con el Convenio sobre Arreglo de Diferencias 

Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (“Convenio del CIADI”) 

contra la República Bolivariana de Venezuela (“Demandada” o “Venezuela”).  El 16 de junio de 

2010 la Secretaria General del Centro registró la Solicitud. 

2. La Demandante es representada en el presente arbitraje por los estudios jurídicos McDermott Will 

& Emery LLP y K&L Gates LLP.  La Demandada es representada en el presente arbitraje por el 

estudio jurídico Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle LLP.  

3. Dado que las Partes no llegaron a un acuerdo sobre el método de constitución del Tribunal, y dado 

que transcurrieron más de 60 días desde el registro de la Solicitud, mediante una carta del 17 de 

agosto de 2010, la Demandante invocó el Artículo 37(2)(b) del Convenio del CIADI. 

4. En esa misma carta, la Demandante designó al Profesor Dr. Guido Santiago Tawil, nacional de 

Argentina, como árbitro. 

5. Mediante una carta del 14 de septiembre de 2010, la Demandada designó al Profesor Philippe 

Sands QC, nacional del Reino Unido y de Francia, como árbitro.   

6. Ante la ausencia de acuerdo entre las Partes respecto del Presidente del Tribunal, el 30 de 

noviembre de 2010, la Secretaria General del CIADI informó a las Partes que tenía la intención de 

proponer al Presidente que nombrara al Profesor Doug Jones, nacional de Australia y miembro de 

la Lista de Árbitros designados por Australia, como Presidente del Tribunal, de conformidad con el 

Artículo 38 del Convenio del CIADI y con la Regla 4 de las Reglas Procesales del CIADI 

Aplicables a los Procedimientos de Arbitraje (“Reglas de Arbitraje”). Dado que ninguna de las 

Partes indicó que tenía una objeción a la designación del Profesor Jones, el 29 de diciembre de 

2010, la Secretaria General confirmó que el Presidente procedería con su nombramiento.   

7. Una vez aceptado los nombramientos por parte de todos los árbitros, se constituyó el Tribunal el 5 

de enero de 2011. La Sra. Janet Whittaker, Consejera Jurídica del CIADI, fue designada como 

Secretaria del Tribunal. El 21 de noviembre de 2012, la Sra. Alicia Martín Blanco, Consejera 

Jurídica del CIADI, reemplazó a la Sra. Janet Whittaker como Secretaria del Tribunal, después de 

que la Sra. Whittaker dejara el Secretariado del CIADI. 
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8. El 17 de enero de 2011, la Demandante propuso la recusación del Profesor Philippe Sands. El 4 de 

febrero de 2011, la Demandada presentó sus observaciones sobre la propuesta de recusación 

planteada por la Demandante. El 17 de febrero de 2011, el Profesor Sands presentó sus 

observaciones sobre la propuesta de recusación planteada por la Demandante. 

9. El 5 de mayo de 2011, el Profesor Jones y el Profesor Tawil, actuando conforme al Artículo 58 del 

Convenio del CIADI, desestimaron la propuesta de recusación del Profesor Sands formulada por la 

Demandante. 

10. La primera sesión del Tribunal tuvo lugar, por acuerdo de las partes, el 12 de julio de 2011, en el 

Centro de Convenciones del Banco Mundial en París. Las siguientes personas asistieron a dicha 

sesión: 

Miembros del Tribunal 

Profesor Doug Jones, Presidente 
Profesor Dr. Guido Santiago Tawil, Árbitro 
Profesor Philippe Sands, Árbitro

Secretariado del CIADI 

Sra. Janet Whittaker, Secretaria del Tribunal

Asistentes en representación de la Demandante 

Dra. Sabine Konrad, McDermott Will& Emery Rechtsanwälte Steuerberater LLP 
(anteriormente de K&L Gates LLP) 

Sra. Lisa M. Richman, McDermott Will& Emery LLP (anteriormente de K&L 
Gates LLP) 

Asistentes en representación de la Demandada 

Sr. George Kahale III, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle LLP 
Sr. Bernard Preziosi, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle LLP 
Dra. Gabriela Álvarez Ávila, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC 
Dr. Eloy Barbará de Parres, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC 
Dra. Hildegard Rondón de Sansó, República Bolivariana de Venezuela 
Dr. Armando Giraud, República Bolivariana de Venezuela 
Dr. Álvaro Ledo, República Bolivariana de Venezuela 
Sra. Beatrice Sansó de Ramírez, República Bolivariana de Venezuela

11. Durante la sesión, se definieron diversos aspectos del procedimiento, entre ellos, un calendario 

para la presentación de escritos y un calendario para la producción de documentos relativos a las 

objeciones a la jurisdicción de la Demandada. 

12. De acuerdo con el calendario procesal fijado durante la Primera Sesión, la Demandada presentó su 

Memorial sobre Objeciones a la Jurisdicción el 1 de agosto de 2011. La Demandante presentó su 

Memorial de Contestación sobre Jurisdicción el 1 de noviembre de 2011. La Demandada presentó 
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su Memorial de Réplica sobre Jurisdicción el 31 de enero de 2012. La Demandante presentó su 

Memorial de Dúplica sobre Jurisdicción el 30 de abril de 2012. 

13. El 19 de septiembre de 2011, el Tribunal dictó la Orden Procesal No. 1 – Decisión sobre la 

Solicitud de la Demandante de Producción de Documentos (“OP 1”). El 27 de septiembre, y el 6 

de octubre de 2011, la Demandada y la Demandante, respectivamente, presentaron sus respuestas a 

las directivas del Tribunal contenidas en la OP 1.   

14. Se celebró una Audiencia oral sobre Jurisdicción en la Sede del Centro en Washington D.C., entre 

el 18 y el 20 de junio de 2012.  Las siguientes personas asistieron a dicha audiencia: 

Miembros del Tribunal 

Profesor Doug Jones, Presidente 
Profesor Dr. Guido Santiago Tawil, Árbitro 
Profesor Philippe Sands, Árbitro

Secretariado del CIADI 

Sra. Janet Whittaker, Secretaria del Tribunal 

Asistentes en representación de la Demandante 

Dra. Sabine Konrad, McDermott Will& Emery Rechtsanwälte Steuerberater LLP 
(anteriormente de K&L Gates LLP) 

Sra. Lisa M. Richman, McDermott Will& Emery LLP (anteriormente de K&L 
Gates LLP) 

Dr. Chris Lehnardt, K&L Gates LLP 
Sr. Clemens Wackernagel, K&L Gates LLP 
Sr. Abner H.H. Lee, CPC Corporation/OPIC Karimun Corporation 
Sra. Chaoming Kuo, CPC Corporation/OPIC Karimun Corporation 
Sr. Werner Corrales-Léal, Testigo 
Profesor Allan Brewer-Carías, Experto 
Juez Stephen Schwebel, Experto 

Asistentes en representación de la Demandada 

Sr. George Kahale III, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle LLP 
Sr. Mark H. O’Donoghue, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle LLP 
Dr. Eloy Barbará de Parres, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC 
Dra. Claudia Frutos-Peterson, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC 
Sr. Bernardo  M. Cremades Román, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC 
Sr. Kabir Duggal, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC
Sra. María Zebadua, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC
Sr. Francisco G. Sánchez, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC
Sr. Jorge Alcantar, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC
Sra. Gloria Díaz-Bujan, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle SC
Dr. Bernard Mommer, República Bolivariana de Venezuela
Dr. Joaquín Parra, República Bolivariana de Venezuela
Sra. Irama Mommer, República Bolivariana de Venezuela
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Dra. Natalia Linares, República Bolivariana de Venezuela
Dr. Enrique Urdaneta, Experto

15. Las Partes acordaron la dispensa de escritos de conclusiones durante la Audiencia sobre 

Jurisdicción1.   

16. El Tribunal mantuvo sus deliberaciones en Londres el 18 de septiembre de 2012 y, nuevamente, el 

19 de diciembre de 2012.  

17. El Tribunal ha tenido en cuenta todos los escritos, los documentos y los testimonios presentados en 

el caso que nos ocupa. 

18. La emisión del presente Laudo constituye la conclusión de este proceso de conformidad con la 

Regla 38(a) de las Reglas de Arbitraje. 

II. LAS PRESENTACIONES DE LAS PARTES 

A. EL MEMORIAL SOBRE OBJECIONES A LA JURISDICCIÓN DE LA DEMANDADA

1. Antecedentes 

19. El 1 de agosto de 2011, la Demandada presentó un Memorial que contenía sus objeciones a la 

jurisdicción. 

20. En primer lugar, la Demandada describe los antecedentes de la controversia. Explica que ésta se 

refiere a dos proyectos petroleros en Venezuela, iniciados en 1996 y estructurados como 

“asociaciones” entre una filial de Petróleos de Venezuela S.A. (la compañía petrolera estatal 

venezolana) y algunas empresas petroleras de origen extranjero a las que posteriormente se 

incorporó la Demandante. Los proyectos estuvieron comprendidos entre varios proyectos 

afectados por la nacionalización petrolera de 2007 en Venezuela, luego de la cual el Estado asumió 

el control de los proyectos. Las Partes no pudieron llegar a un acuerdo sobre el monto de 

compensación a ser pagada por Venezuela a raíz de la pérdida de la participación de la 

                                                      
1 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 2, 545:11-546:7. Tras la Audiencia, pero con anterioridad al 
cierre del procedimiento por parte del Tribunal, la Demandada solicitó permiso, mediante carta de 8 de Febrero de 2013, 
para incluir la decisión en Tidewater Inc. y otros c. Republica Bolivariana de Venezuela (Caso CIADI No. ARB/10/5), 
Decisión sobre Jurisdicción (8 de febrero de 2013) (“Tidewater”) en el expediente del caso.  El Tribunal en Tidewater 
determinó que el Articulo 22 no opera como el consentimiento por escrito de Venezuela a someter todas las 
controversias relativas a inversiones con nacionales de otros estados partes del CIADI a la jurisdicción del Centro. La 
Demandante (mediante carta de 14 de febrero de 2013) y la Demandada (mediante carta de 15 de febrero de 2013),  
presentaron breves escritos en relación con Tidewater. El Tribunal ha tomado estos escritos en consideración.  
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Demandante en los Proyectos y esta cuestión es la que da lugar a la controversia que se plantea en 

el presente arbitraje2.

21. Posteriormente, la Demandada observa que el único supuesto fundamento de la jurisdicción del 

CIADI alegado por la Demandante es el Artículo 22 de la Ley sobre Promoción y Protección de 

Inversiones venezolana (la “Ley de Inversiones“)3.   

2. Las objeciones a la jurisdicción 

22. La Demandada alega que el Artículo 22 de la Ley de Inversiones no contiene ningún 

consentimiento al arbitraje de esta controversia, tal como exige el Artículo 25 del Convenio del 

CIADI. La Demandada fundamenta esta afirmación en: (a) el texto del Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones; (b) los principios legales venezolanos; (c) los antecedentes históricos de la Ley de 

Inversiones; (d) una comparación entre la redacción del Artículo 22 de la Ley de Inversiones y las 

cláusulas modelo del CIADI; (e) una comparación entre el Artículo 22 de la Ley de Inversiones y 

otras leyes de inversiones nacionales; (f) una comparación entre el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones y el texto de consentimiento en los tratados bilaterales de inversión venezolanos; y (g) 

las decisiones de otros tribunales del CIADI sobre el Artículo 22 de la Ley de Inversiones. 

(a) El texto del Artículo 22 de la Ley de Inversiones 

23. La Demandada hace hincapié en la expresión “si así éste lo establece” contenida en el texto del 

Artículo 22 y señala que esta es una condición expresa a toda referencia al arbitraje internacional 

en los términos del Artículo 224.

24. La Demandada sostiene lo siguiente:  

“[16] Conforme al artículo 25(1) del Convenio CIADI, para que una controversia 
sea sometida a arbitraje CIADI … las partes de la controversia tienen que haberse 
sometido por escrito a resolverla conforme al mecanismo previsto en el Convenio 
CIADI. Este… requisito puede cumplirse mediante un instrumento independiente 
que contenga el consentimiento a la jurisdicción del CIADI, pero no se satisface 
por medio de una norma que solamente reconoce al arbitraje internacional en 
aquellos casos en donde el tratado o convenio en sí mismo contenga un 
sometimiento obligatorio al arbitraje. Aunque el Convenio CIADI establece un 
mecanismo de arbitraje internacional, éste en sí mismo no prevé el arbitraje para 
cualquier controversia si no se cuenta con un instrumento de consentimiento por 
separado, ni siquiera aún para controversias de inversión en las que se satisfaga el 
requisito de nacionalidad. 

                                                      
2  Memorial de la República Bolivariana de Venezuela sobre Objeciones a la Jurisdicción (“Memorial de la 
Demandada”) [2]-[5]. 
3 Memorial de la Demandada [6]. 
4 Memorial de la Demandada [17]. 
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[17] En otras palabras, el simple texto del artículo 22 de la Ley de Inversiones 
niega cualquier noción de consentimiento en este caso. La referencia al arbitraje 
internacional está sujeta a una condición expresa –’si así éste lo establece’– y es 
indiscutible que dicha condición no se cumple en este caso […]”5. (Citas omitidas). 

(b) Principios legales venezolanos 

25. La Demandada afirma que está ampliamente aceptado en el derecho venezolano, en consonancia 

con los principios del derecho internacional, que el consentimiento al arbitraje debe ser claro e 

inequívoco6. En respaldo de su afirmación, la Demandada cita diversas decisiones del Tribunal 

Supremo de Justicia de Venezuela7 y las observaciones formuladas por un jurista8.

26. La Demandada sostiene que el Artículo 22 de la Ley de Inversiones no constituye ni remotamente 

algún tipo de consentimiento9.

27. La Demandada también se fundamenta en una decisión del Tribunal Supremo de Venezuela que, 

según alega, analizó directamente si el Artículo 22 de la Ley de Inversiones constituía un 

consentimiento a arbitraje ante el CIADI. En ese caso, el Tribunal Supremo señaló: 

“[L]a Ley sobre Promoción y Protección de Inversiones no contiene en sí misma 
una manifestación unilateral general de sometimiento al arbitraje internacional 
regulado por el Convenio Constitutivo del Organismo Multilateral de Garantía de 
Inversiones (OMGI-MIGA) o el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas 
a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (CIADI), sino que 
remite al contenido de los mismos para determinar la procedencia del 
arbitraje…situación que no ocurre para el caso del artículo 25 del Convenio 
CIADI…”10.

                                                      
5 Memorial de la Demandada [16]-[17]. 
6 Memorial de la Demandada [18]-[19]. 
7 Apéndice EU-8, “[S]e requiere que exista un consentimiento ‘manifiest[o], expres[o] e incuestionable’ al arbitraje”: 
Tribunal Supremo de Justicia, Hoteles Doral C.A. c. Corporación L’Hoteles C.A., Exp. No. 2000-0775 (20 de junio de 
2001) p. 2 (p. 5 en el original en español); Apéndice EU-9,”[E]l arbitraje ‘exige el cumplimiento y la verificación de una 
manifestación de voluntad inequívoca y expresa de las partes involucradas’”: Tribunal Supremo de Justicia, Banco 
Venezolano de Crédito, S.A.C.A. c. Venezolana de Relojería, S.A.(Venrelosa), Henrique Pfeffer C.A., Abraham Ricardo 
Pfeffer Almeida, Marianela de la Coromoto Nuñez de Pfeffer y otros, Exp. 2000-1255 (29 de enero de 2002), p. 4 (p. 11 
en el original en español); Apéndice EU-10, “[P]ara que exista un acuerdo arbitral válido, es necesario el consentimiento 
inequívoco y expreso”: Tribunal Supremo de Justicia, Consorcio Barr S.A. c. Four Seasons Caracas, C.A., Exp. 2003-
0044 (25 de marzo de 2003); Apéndice EU-11, “[E]l arbitraje no era obligatorio puesto que no existía un sometimiento 
al arbitraje ‘manifiest[o] e inequívoc[o]”: Tribunal Supremo de Justicia, Venezolano de Crédito S.A., Banco Universal, 
originalmente denominado Banco Venezolano de Crédito, S.A. c. Armando Diaz Egui y Marisela Riera de Diaz, Exp. 
2003-1296 (28 de enero de 2004), p 5. 
8 Apéndice EU-13, “Tal cláusula arbitral ha de… [dejar] constancia documental de la voluntad expresa e inequívoca de 
las partes de someterse al arbitraje”: Ivor D. Mogollón-Rojas, El Arbitraje Comercial Venezolano (Vadell Hermanos 
Editores C.A., Caracas 2004), pp. 61-62 (énfasis en el original). 
9 Memorial de la Demandada [21]. 
10  Apéndice EU-29, Tribunal Supremo de Justicia, Decisión sobre el recurso de interpretación interpuesto por 
Hildegard Rondón de Sansó, Álvaro Silva Calderón, Beatrice Sansó de Ramírez y Otros actuando en representación de 
la República Bolivariana de Venezuela, en relación al único aparte del artículo 258 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, Exp. 2008-0763 (17 de octubre de 2008), p. 47. 
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(c) Los antecedentes históricos de la Ley de Inversiones 

28. La Demandada hace referencia a una serie de decretos y declaraciones realizadas por diversas 

figuras políticas, tanto anteriores como posteriores a la sanción de la Ley de Inversiones que se 

refieren a lo que la Demandada denomina una “actitud cautelosa y restrictiva“ hacia el arbitraje 

internacional, particularmente con respecto a los contratos del Estado11. La Demandada señala que 

es imposible reconciliar dichas actitudes con la noción de que el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones tenía la intención de constituir un consentimiento abierto y general por parte de 

Venezuela para arbitrar ante el CIADI todas las diferencias en materia de inversiones12.

(d) Comparación entre la redacción del Artículo 22 de la Ley de 
Inversiones y las cláusulas modelo del CIADI 

29. La Demandada contrasta la redacción de las Cláusulas Modelo del CIADI de 1968 y 1993 con la 

redacción del Artículo 22 de la Ley de Inversiones. Afirma que, a diferencia del Artículo 22, las 

cláusulas modelo son directas, no contienen la expresión “si así éste lo establece” y no dan lugar a 

debate sobre si el consentimiento al arbitraje CIADI ha sido otorgado13.

(e) Comparación entre el Artículo 22 de la Ley de Inversiones y 
otras leyes de inversiones nacionales 

30. La Demandada contrasta el Artículo 22 de la Ley de Inversiones con las leyes de inversiones de 

otros estados, incluidos Albania, la República Centroafricana y Costa de Marfil que, según alega, 

contienen un consentimiento claro e inequívoco al arbitraje ante el CIADI, a diferencia del 

Artículo 2214.

(f) Comparación entre el Artículo 22 de la Ley de Inversiones y el 
texto de consentimiento en los tratados bilaterales de 
inversión venezolanos 

31. La Demandada sostiene que el texto de los tratados bilaterales de inversión de Venezuela vigentes 

al momento de la promulgación de la Ley de Inversiones, que difiere del texto del Artículo 22 de 

la Ley de Inversiones, demuestra que en 1999 la Demandada sabía cómo redactar un sometimiento 

obligatorio a arbitraje internacional cuando esa era su intención15.

                                                      
11 Memorial de la Demandada [25]-[32]. 
12 Memorial de la Demandada [32]. 
13 Memorial de la Demandada [33]-[37]. 
14 Memorial de la Demandada [38]-[42]. 
15 Memorial de la Demandada [43]. 



8

(g) Las decisiones de tribunales del CIADI sobre el Artículo 22 de 
la Ley de Inversiones 

32. La Demandada se fundamenta en dos decisiones recientes dictadas por tribunales del CIADI16,

ambas relativas a la nacionalización de las participaciones de la Demandante en asociaciones 

petroleras en Venezuela, que han determinado que el Artículo 22 no constituye un fundamento 

para la jurisdicción del CIADI.  

33. La primera de ellas es Mobil. En su Decisión sobre Jurisdicción, el tribunal interpretó el Artículo 

22 de la Ley de Inversiones conforme a normas de derecho internacional. Al considerar el texto del 

Artículo 22 y la intención de Venezuela al sancionar dicho Artículo, el tribunal llegó a la 

conclusión de que Venezuela, mediante el Artículo 22, no prestó su consentimiento anticipado al 

arbitraje ante el CIADI para todas las controversias cubiertas por el Convenio del CIADI y que no 

podía establecerse la jurisdicción sobre ese fundamento en las circunstancias del caso17.

34. La segunda es Cemex.  En su Decisión sobre Jurisdicción, el tribunal determinó en forma similar 

que “no se puede concluir del texto ambiguo y oscuro del Artículo 22 que Venezuela, al aprobar la 

Ley de Inversiones de 1999, otorgó unilateralmente consentimiento al arbitraje del CIADI para 

todas las controversias abarcadas por el Convenio del CIADI de manera general“18.

B. EL MEMORIAL DE CONTESTACIÓN SOBRE JURISDICCIÓN DE LA DEMANDANTE

35. El 1 de noviembre de 2011, la Demandante presentó un Memorial de Contestación en respuesta a 

las Objeciones de la República Bolivariana de Venezuela relativas a la jurisdicción. 

1. Antecedentes 

36. La Demandante señala en primer lugar que sus reclamos se vinculan con “la decisión unilateral de 

Venezuela de expropiar las inversiones de OPIC en [el Golfo de Paria Oeste] y [el Golfo de Paria 

Este] sin ninguna compensación en 2007” como resultado de la sanción de una “Ley de Migración” 

que es en sí misma “una violación de la Constitución Venezolana, de la Ley de Inversiones de 

Venezuela… y de otras leyes venezolanas“19.   

                                                      
16 Se dictó un tercer laudo del CIADI, Brandes, con posterioridad a la presentación por parte de la Demandada de su 
Memorial y se menciona más adelante en el párrafo [51]. 
17 Mobil Corporation, Venezuela Holdings, B.V., Mobil Cerro Negro Holding, Ltd., Mobil Venezolana de Petróleos, Inc. 
c. República Bolivariana de Venezuela (Caso CIADI N° ARB/07/27), Decisión sobre Jurisdicción (10 de junio de 2010) 
(“Mobil”) [139]-[140]. 
18Cemex Caracas Investments B.V. y Cemex Caracas II Investments B.V. c. República Bolivariana de Venezuela (Caso 
CIADI N° ARB/08/15), Decisión sobre Jurisdicción (30 de diciembre de 2010) (“Cemex”) [138]. 
19 Memorial de Contestación en respuesta al Memorial de la República Bolivariana de Venezuela sobre Objeciones a la 
Jurisdicción (“Memorial de Contestación de la Demandante”) [4]-[5]. 
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2. Los fundamentos para la jurisdicción del Centro 

37. Posteriormente, la Demandante sostiene que el Artículo 22 de la Ley de Inversiones contiene en sí 

mismo la expresión escrita del consentimiento por parte de Venezuela de someter toda 

controversia con un inversor internacional a la jurisdicción del CIADI. La Demandante basa su 

afirmación en los siguientes fundamentos: (a) los requisitos del Artículo 25 del Convenio del 

CIADI; (b) el objetivo de la Ley de Inversiones; (c) el texto de la Ley de Inversiones; (d) una 

interpretación objetiva y de buena fe del Artículo 22; y (e) la ausencia de precedentes vinculantes. 

(a) Los requisitos del Artículo 25 del Convenio del CIADI 

38. La Demandante afirma que el Artículo 25 del Convenio del CIADI simplemente exige que el 

consentimiento al arbitraje sea escrito. No requiere que dicho consentimiento deba ser “claro”, 

“expreso” o “inequívoco”. La Demandante argumenta que el Artículo 22 de la Ley de Inversiones 

establece el consentimiento escrito requerido20.

(b) El objetivo de la Ley de Inversiones 

39. La Demandante observa que el objetivo de la Ley de Inversiones es promover y proteger las 

inversiones extranjeras y argumenta que este objetivo debe ser tenido en cuenta en la 

interpretación del Artículo 22. Sostiene que la Ley de Inversiones buscaba ampliar el alcance de 

protección para los inversionistas extranjeros21. En particular, estaba destinada a atraer y retener 

inversiones de sociedades estadounidenses con posterioridad a la ruptora de las negociaciones 

relativas a un tratado bilateral de inversiones con los Estados Unidos22. La Demandante señala que 

“[l]a forma ambigua en que fue redactada la ley da la apariencia de un consentimiento unilateral 

sobre el cual se basan los inversionistas extranjeros… La buena fe, por consiguiente, debería evitar 

que Venezuela utilice cualquier tipo de ambigüedad (consecuencia de su propia redacción confusa 

de la ley) contra los inversionistas“23.

40. En respaldo de su afirmación, la Demandante se refiere a la decisión del tribunal en el caso SPP,

donde determinó que las ofertas ambiguas en una ley de inversiones de un Estado no deben 

interpretarse en forma restrictiva ni expansiva, sino de manera objetiva y de buena fe24. La 

                                                      
20 Memorial de Contestación de la Demandante [36]-[38]. 
21 Memorial de Contestación de la Demandante [40]. 
22 Memorial de Contestación de la Demandante [44]. 
23 Memorial de Contestación de la Demandante [27]. 
24 Southern Pacific Properties Ltd. c. República Árabe de Egipto (Caso CIADI N° ARB/84/3) Decisión sobre 
Jurisdicción (14 de abril de 1988) (“SPP”).
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Demandante argumenta que ese caso es de particular importancia dada la similitud en cuanto al 

texto y a la estructura entre la ley egipcia y la ley venezolana que nos ocupa25.

41. La Demandante también remite al Tribunal al expediente del Tribunal Supremo de Venezuela en el 

caso de Fermín Toro Jiménez, Expediente 00-1438 (“Fermín Toro”) que, según alega, no fue 

considerado en su totalidad por los tribunales del CIADI anteriores y que revela que la Fiscalía 

General argumentó que la Ley de Inversiones establece el consentimiento al arbitraje26.

(c) El texto de la Ley de Inversiones 

42. La Demandante hace referencia a la redacción en sentido obligatorio utilizada en la Ley de 

Inversiones: las “controversias… serán sometidas al arbitraje internacional“ (énfasis añadido). 

Sostiene que dicha redacción constituye un consentimiento al arbitraje27.  La Demandante se 

respalda en el caso SPP, en el que alega que el Tribunal “frente a un texto notablemente similar al 

que nos ocupa” determinó que existía consentimiento al arbitraje del CIADI y que las 

disposiciones como las de la ley de inversiones de Egipto se deben interpretar de buena fe28.

43. La Demandante afirma, asimismo, que una comparación entre la Ley de Inversiones y las cláusulas 

modelo y otras leyes de inversiones es irrelevante para el interrogante en cuestión, ya que no existe 

una fórmula específica que deba ser utilizada para establecer un consentimiento abierto al arbitraje. 

Observa que la falta de uniformidad entre las legislaciones nacionales en cuanto a la aceptación de 

la jurisdicción del CIADI se encuentra bien documentada29.

(d) Una interpretación objetiva y de buena fe del Artículo 22 

44. La Demandante sostiene que, si bien el Tribunal debería considerar los principios legales 

venezolanos, debe, en última instancia, aplicar una “interpretación objetiva y de buena fe“ del 

Artículo 22 de la Ley de Inversiones. La Demandante se basa en la Opinión del Juez Stephen M. 

Schwebel del 24 de octubre de 2011 (“Opinión del Juez Schwebel”) y afirma que una 

interpretación de buena fe exige que el Tribunal interprete el Artículo 22 de modo tal que no le 

“quit[e] todo significado“30.

                                                      
25 Memorial de Contestación de la Demandante [76]. 
26 Memorial de Contestación de la Demandante [70] y [71.2]. 
27 Memorial de Contestación de la Demandante [102]-[105]. 
28 Memorial de Contestación de la Demandante [88]. 
29 Memorial de Contestación de la Demandante [111]-[113]. 
30 Memorial de Contestación de la Demandante [124]-[128]. 
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45. La Demandante argumenta que permitir que la interpretación del Artículo 22 planteada por el 

poder judicial venezolano sea tenida en cuenta en la interpretación del Tribunal equivaldría a 

otorgarle a la Demandada la facultad de decidir en forma unilateral si ha prestado o no su 

consentimiento al arbitraje, algo que no puede ser correcto31.

(e) La ausencia de precedentes vinculantes 

46. La Demandante señala que el Tribunal no está obligado por las decisiones de otros tribunales del 

CIADI, ni por el Tribunal Supremo venezolano, con respecto a su interpretación del Artículo 22 de 

la Ley de Inversiones32. Sostiene que el presente caso debe distinguirse de decisiones previas del 

CIADI que analizaron el significado del Artículo 22 por diversos motivos, incluyendo la 

presentación de pruebas nuevas aportadas por la Demandante que no fueron presentadas a los otros 

tribunales33.

47. La Demandante se fundamenta, particularmente, en las declaraciones del Sr. Corrales, uno de los 

dos redactores de la Ley de Inversiones que no testificó en procedimientos arbitrales previos del 

CIADI en cuanto al significado del Artículo 22. La Demandante sostiene que la Declaración 

Testimonial del Sr. Werner Corrales-Leal del 1 de noviembre de 2011 (“Primera Declaración 

Testimonial del Sr. Corrales”), “demuestra de manera concluyente que el gobierno intentaba dar 

consentimiento al arbitraje del CIADI en el Artículo 22“ 34 .  La Demandante también se 

fundamenta en el expediente del Tribunal Supremo de Venezuela en el caso de Fermín Toro (al 

que se hizo referencia precedentemente en el párrafo 41)35.

48. La Demandante afirma que los tribunales del CIADI que dictaron las decisiones previas sobre el 

significado del Artículo 22 permitieron la posibilidad de que pruebas adicionales pudieran 

contradecir sus conclusiones y que debe otorgarse un peso y una deferencia considerables a las 

declaraciones del Sr. Corrales y al expediente del Tribunal Supremo. La Demandante sostiene que 

ello es particularmente así en ausencia de pruebas en contrario presentadas por la Demandada36.

C. EL MEMORIAL DE RÉPLICA SOBRE JURISDICCIÓN DE LA DEMANDADA

49. El 31 de enero de 2012, la Demandada presentó un Memorial de Réplica sobre objeciones a la 

jurisdicción. 

                                                      
31 Memorial de Contestación de la Demandante [29]. 
32 Memorial de Contestación de la Demandante [30]. 
33 Memorial de Contestación de la Demandante [167]. 
34 Memorial de Contestación de la Demandante [169]-[170]. 
35 Memorial de Contestación de la Demandante [171]. 
36 Memorial de Contestación de la Demandante [174]-[176]. 
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50. La Demandada afirma que el presente caso es esencialmente igual a los tres casos previos 

presentados ante el CIADI en los que los tribunales, al considerar si el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones constituye un consentimiento abierto general al arbitraje ante el CIADI, determinaron 

en forma unánime que no es así. La Demandada sostiene que prácticamente todos los argumentos 

esbozados por la Demandante ya han sido formulados en detalle ante los tribunales anteriores y 

han resultado ser infructuosos37.

51. La Demandada remite al Tribunal, además de los casos Mobil y Cemex, a la decisión adoptada en 

el caso Brandes. En su Laudo (dictado con posterioridad a la presentación por parte de la 

Demandada de su Memorial sobre Objeciones a la Jurisdicción), el tribunal llegó a una conclusión 

similar a la que fue planteada por los tribunales en Mobil y Cemex al determinar que “es obvio que 

el Artículo 22 de la Ley de Promoción y Protección de Inversiones no contiene el consentimiento 

de la República Bolivariana de Venezuela a la jurisdicción del CIADI“38.

52. Además, la Demandada afirma que las comparaciones realizadas por la Demandante entre el 

presente caso y la decisión del tribunal en el caso SPP son inapropiadas. La Demandada señala: 

“[c]arece de toda lógica argumentar que la decisión de un tribunal dividido relativa a la 

interpretación de una ley egipcia, escrita en árabe y formulada totalmente de manera distinta, tenga 

más relevancia en este caso que las tres decisiones unánimes que se emitieron con relación al 

artículo 22 de la Ley de Inversiones“39.

53. La Demandada analiza la Declaración Testimonial del Sr. Corrales y afirma que no brinda 

información adicional al ensayo del que fue coautor en 199940. Además, la Demandada sostiene 

que, en cualquier caso, en materia de legislación venezolana, la intención del poder legislativo 

debe derivar del texto de la propia ley y no de la opinión de un individuo41.

54. Posteriormente, la Demandada reafirma los argumentos presentados en su Memorial sobre 

Objeciones a la Jurisdicción.   

                                                      
37 Memorial de Réplica de la República Bolivariana de Venezuela sobre Objeciones a la Jurisdicción (“Memorial de 
Réplica de la Demandada”) [2]-[3]. 
38 Memorial de Réplica de la Demandada [17]. Brandes Investment Partners LP c. República Bolivariana de Venezuela
(Caso CIADI N° ARB/08/3), Laudo (2 de agosto de 2011) (“Brandes”) [118]. 
39 Memorial de Réplica de la Demandada [216]. 
40 Memorial de Réplica de la Demandada [43]-[45]. 
41 Memorial de Réplica de la Demandada [57]. 
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D. LA DÚPLICA DE LA DEMANDANTE SOBRE LAS OBJECIONES A LA JURISDICCIÓN 
PLANTEADAS POR LA DEMANDADA

55. El 30 de abril de 2012, la Demandante presentó una Dúplica sobre las objeciones a la jurisdicción 

planteadas por la Demandada. 

56. La Demandante sostiene que el presente caso difiere de las decisiones previas de los tribunales del 

CIADI sobre el significado del Artículo 22 de la Ley de Inversiones. Señala que la diferencia 

principal radica en que “a los tribunales en dichos casos les resultó significativo que el Sr. Corrales 

no fuera presentado para testificar, a pesar del hecho de que su rol en la redacción de la Ley de 

Inversiones y su conocimiento en relación a la intención y propósito del gobierno fueran temas de 

gran debate en dichos procedimientos“42.

57. La Demandante reitera su argumento de que la Demandada, mediante el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones, prestó su consentimiento al arbitraje internacional y que ello es demostrado por el 

objetivo de la Ley de Inversiones, el texto llano del Artículo 22, la interpretación del Artículo 22 

de conformidad con los principios del derecho internacional y la legislación venezolana, la 

ausencia de un requisito que exija un consentimiento “claro e inequívoco“, los antecedentes 

históricos de la Ley de Inversiones y las opiniones de juristas sobre la Ley de Inversiones. 

58. Asimismo, la Demandante afirma que la interpretación del Artículo 22 formulada por la 

Demandada es incongruente con el principio de effet utile. La Demandante señala lo siguiente:  

“‘si así éste lo establece’ equivaldría a una condición imposible si se interpretó 
que significa ‘si así [el Convenio del CIADI] dispone consentimiento’, porque el 
Convenio del CIADI en sí mismo dispone que dicho consentimiento debe 
establecerse en un documento separado. Así la condición de que el Convenio del 
CIADI brinde consentimiento nunca podría cumplirse“43.

59. La Demandante argumenta que, de igual manera, la frase “sin perjuicio“ es ineficaz en el Artículo 

22 si el consentimiento debe prestarse en forma separada en el caso del Convenio del CIADI ya 

que, si no existiera la posibilidad de que un inversor recurriera al arbitraje internacional, no habría 

necesidad de incluir el descargo de responsabilidad44.

60. La Demandante también hace hincapié en la importancia de testimonio del Sr. Corrales, dado que 

es una fuente primaria de testimonio sobre los antecedentes legislativos de la Ley de Inversiones, y 

dirige la atención del Tribunal a la ausencia de alguna declaración testimonial de naturaleza similar 

                                                      
42 Memorial de Dúplica en respuesta a la Réplica de la República Bolivariana de Venezuela sobre Objeciones a la 
Jurisdicción (“Dúplica de la Demandante”) [6]. 
43 Dúplica de la Demandante [212]. 
44 Dúplica de la Demandante [227]-[230]. 
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presentada por la Demandada45. La Demandante sostiene que las únicas pruebas relevantes sobre 

los antecedentes legislativos de la Ley de Inversiones son aquellas producidas por la Demandante46.

E. LA AUDIENCIA SOBRE JURISDICCIÓN

61. Durante la audiencia celebrada el 18, 19 y 20 de junio de 2012, las Partes desarrollaron sus 

respectivos argumentos tal como fueron delineados en sus presentaciones escritas.  La Demandada 

sostuvo que el presente caso no difería de las tres decisiones anteriores del CIADI que 

consideraron el Artículo 22 - Mobil, Cemex y Brandes – y cada una de ellas determinó que tal 

artículo era incapaz de establecer el consentimiento de Venezuela al arbitraje ante el CIADI. La 

Demandante hizo especial hincapié en lo que consideraba pruebas “nuevas” presentadas ante este 

Tribunal. En particular, destacó el testimonio del Sr. Corrales, quien no había comparecido a 

ninguna audiencia previa del CIADI relativa al Artículo 22 de la Ley de Inversiones.  

III. EL ANÁLISIS DEL TRIBUNAL 

62. De conformidad con el Artículo 25 del Convenio del CIADI, la jurisdicción del Centro se extiende 

a “las diferencias de naturaleza jurídica que surjan directamente de una inversión entre un Estado 

Contratante… y el nacional de otro Estado Contratante y que las partes hayan consentido por 

escrito en someter al Centro“ (énfasis añadido). 

63. El Tribunal observa que de conformidad con el Artículo 41(1) del Convenio del CIADI, 

corresponde al Tribunal, como juez de su propia competencia, y no a las autoridades estatales o a 

los tribunales nacionales, determinar los fundamentos de esa competencia47, ya sea que derive de 

un tratado o de una oferta unilateral contenida en la legislación y posteriormente aceptada por 

escrito por el inversor48.

64. El único fundamento sobre el cual la Demandante afirma que este Tribunal tiene jurisdicción para 

entender en la controversia suscitada entre las Partes es el Artículo 22 de la Ley de Inversiones, el 

cual establece: 

                                                      
45 Dúplica de la Demandante [242]-[247]. 
46 Dúplica de la Demandante [252]-[262]. 
47 Mobil [75]; Cemex [70]; Pac Rim Cayman LCC c. República de El Salvador (Caso CIADI N° ARB/09/12), Decisión 
sobre las Objeciones a la Jurisdicción de la Demandada [traducción del Tribunal] (1 de junio de 2012) (“Pac Rim”)
[5.30]. 
48 Véase el Informe de los Directores Ejecutivos acerca del Convenio, párrafo [24]: “Así, un Estado receptor pudiera 
ofrecer en su legislación sobre promoción de inversiones que se someterán a la jurisdicción del Centro las diferencias…, 
y el inversionista puede prestar su consentimiento mediante aceptación por escrito de la oferta”; Mobil [74]; Cemex [69]; 
SPP [60]; Inceysa Vallisoletana S.L. c. República de El Salvador, Caso CIADI N° ARB/03/26, Laudo, 2 de agosto de 
2006 [212]-[213]; Zhinvali Development Ltd. c. República de Georgia, Caso CIADI N° ARB/00/1, Laudo, 24 de enero 
de 2003, [339]; Pac Rim [5.30]; entre muchos otros.  
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“Las controversias que surjan entre un inversionista internacional, cuyo país de 
origen tenga vigente con Venezuela un tratado o acuerdo sobre promoción y 
protección de inversiones, o las controversias respecto de las cuales sean 
aplicables las disposiciones del Convenio Constitutivo del Organismo Multilateral 
de Garantía de Inversiones (OMGI-MIGA) o del Convenio sobre Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados 
(CIADI), serán sometidas al arbitraje internacional en los términos del respectivo 
tratado o acuerdo, si así éste lo establece, sin perjuicio de la posibilidad de hacer 
uso, cuando proceda, de las vías contenciosas contempladas en la legislación 
venezolana vigente“. 

65. La Demandante tradujo este Artículo al inglés de la siguiente manera: 

“Any disputes arising between an international investor whose country of origin 
has a treaty or agreement for promotion and protection of investments in force 
with Venezuela, or any disputes to which the provisions of the Articles of 
Association of the Multilateral Investment Guarantee Agency (MIGA) or the 
Convention on the Settlement of Investment Disputes between States and 
Nationals of Other States (ICSID) are applicable, shall be submitted to 
international arbitration under the terms provided for in the respective treaty or 
agreement, should it so provide, without prejudice to the possibility using the 
systems of litigation provided for in the Venezuelan laws in force, when 
applicable”49 .

66. La Demandada tradujo este Artículo al inglés de la siguiente forma: 

“Disputes arising between an international investor whose country of origin has in 
effect with Venezuela a treaty or agreement on the promotion and protection of 
investments, or disputes to which are applicable the provisions of the Convention 
Establishing the Multilateral Investment Guarantee Agency (OMGI-MIGA) or the 
Convention on the Settlement of Investment Disputes between States and 
Nationals of Other States (ICSID), shall be submitted to international arbitration 
according to the terms of the respective treaty or agreement, if it so provides, 
without prejudice to the possibility of making use, when appropriate, of the 
dispute resolution means provided for under the Venezuelan legislation in 
effect.50. 

67. El Tribunal observa que no existe ninguna diferencia significativa entre ambos textos. A los fines 

del presente Laudo, el Tribunal adopta la traducción ofrecida por la Demandada.  

68. Tal como fue resumido precedentemente, las Partes están en desacuerdo respecto de la 

interpretación del Artículo 22 de la Ley de Inversiones. La Demandada argumenta que el Artículo 

22 no establece el consentimiento conforme a los términos del Artículo 25 del Convenio del 

CIADI, mientras que la Demandante afirma que sí lo hace.  

                                                      
49 Solicitud de Arbitraje [28]. 
50 Memorial de la Demandada [14]. 
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69. A fin de determinar si el Artículo 22 constituye el consentimiento de la Demandada a la 

jurisdicción del CIADI, en primer lugar, el Tribunal identificará el estándar de interpretación que 

considera aplicable y, posteriormente, aplicará ese estándar a los términos del Artículo 22. 

A. EL ENFOQUE APLICABLE A LA INTERPRETACIÓN

1. Determinación del estándar de interpretación 

70. La primera cuestión que se plantea es si el Artículo 22 debe interpretarse de conformidad con el 

derecho internacional o con los principios venezolanos de interpretación. 

71. En su Memorial, la Demandada procede a interpretar el Artículo 22 haciendo referencia a 

los principios legales venezolanos que, en su opinión, exigen un “consentimiento ‘claro, expreso e 

inequívoco’ para arbitrar“51. La Demandada sostiene que este enfoque hacia la interpretación es 

congruente con los principios de derecho internacional52 y se fundamenta en la Opinión Legal del 

Profesor Enrique Urdaneta Fontiveros del 29 de julio de  2011, en este sentido. 

72. En su Memorial de Contestación, la Demandante está de acuerdo en que la Ley de Inversiones 

debe interpretarse conforme a los principios de interpretación del derecho internacional y también 

conforme a los principios de la legislación interna, y que tales principios son congruentes entre 

sí53. Sin embargo, la Demandante objeta a la interpretación formulada por la Demandada de los 

principios correspondientes. La Demandante sostiene que ni el derecho venezolano ni los 

principios internacionales exigen que el consentimiento para arbitrar deba ser “claro e 

inequívoco“54.

73. La jurisprudencia del CIADI en este punto es limitada. En algunos casos planteados ante el 

CIADI, los términos de la legislación nacional sobre inversiones han sido tan claros y poco 

ambiguos que el tribunal consideró innecesario determinar el enfoque a aplicar respecto de la 

interpretación. Ello fue así, por ejemplo, en el caso Tradex55, donde el Artículo 8(2) de la ley de 

inversiones correspondiente establecía que “[l]a República de Albania consiente, por medio de la 

presente ley, a su sometimiento ante el CIADI” [traducción del Tribunal] y el tribunal determinó 

que ello constituía un consentimiento sin ambigüedad a la jurisdicción del CIADI, lo que no 

                                                      
51 Memorial de la Demandada [20].   
52 Memorial de la Demandada [19]. 
53 Memorial de Contestación de la Demandante [129]-[130]. 
54 Memorial de Contestación de la Demandante [134]-[140]. 
55 Tradex Hellas S.A. (Grecia) c. República de Albania (Caso CIADI N° ARB/94/2), Decisión sobre Jurisdicción (24 de 
diciembre de 1996) (“Tradex”).
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justificaba realizar ningún otro análisis56. Un enfoque similar fue aplicado en los casos Inceysa c. 

El Salvador57, Rumeli Telekom c. Kazajstán58 y Biwater Gauff c. Tanzania59.

74. En otros tres casos planteados ante el CIADI, los tribunales abordaron explícitamente la cuestión 

del estándar de interpretación a ser aplicado a las ofertas unilaterales formuladas por los Estados. 

En el caso SPP, el tribunal aplicó los “principios generales de la interpretación de las leyes” 

[traducción del Tribunal] y consideró las “normas relevantes de interpretación de los tratados y los 

principios de derecho internacional aplicables a las declaraciones unilaterales”60 [traducción del 

Tribunal]. En el caso CSOB, el tribunal concluyó que la cuestión del consentimiento a la 

jurisdicción del CIADI “no debe responderse recurriendo a la legislación nacional” [traducción del 

Tribunal] sino que “está regida por el derecho internacional tal como lo establece el Artículo 25(1) 

del Convenio del CIADI”61 [traducción del Tribunal]. En el caso Zhinvali c. Georgia, el tribunal 

consideró que si la legislación nacional del Estado aborda la cuestión del consentimiento entonces 

“el Tribunal debe seguir esa guía ofrecida por el derecho nacional pero siempre ajustándose, en 

última instancia, a lo dispuesto por el derecho internacional”62 [traducción del Tribunal]. 

75. Otros tres casos sometidos al CIADI - Mobil, Cemex y Brandes – han abordado específicamente la 

interpretación del Artículo 22 de la Ley de Inversiones, en circunstancias que son claramente 

similares a las del presente caso. Cada uno de estos tribunales determinó que, si bien pueden 

tenerse en cuenta las leyes estatales al considerar cuál fue la intención del Estado al sancionar una 

ley que contiene una declaración unilateral, todo acto unilateral debe ser interpretado de 

conformidad con el propio Convenio del CIADI y con las normas de derecho internacional que 

rigen las declaraciones unilaterales realizadas por los Estados63.

76. El Tribunal concuerda con este enfoque y concluye que el enfoque correcto a ser aplicado a la 

interpretación del Artículo 22 de la Ley de Inversiones es aplicar las normas de derecho 

internacional que rigen la interpretación de los tratados y de los actos unilaterales formulados 

                                                      
56 Tradex p. 187. 
57 Inceysa Vallisoletana S.L. c. República de El Salvador (Caso CIADI N° ARB/03/26), Laudo (2 de agosto de 2006). 
58 Rumeli Telekom AS y Telsim Mobil Telekomunikasyon Hizmetleri AS c. República de Kazajstán (Caso CIADI N° 
ARB/05/16) Laudo (28 de julio de 2008). 
59 Biwater Gauff (Tanzania) Ltd c. República Unida de Tanzania (Caso CIADI N° ARB/05/22) Laudo (24 de julio de 
2008). 
60 SPP [61].
61 eskoslovenská Obchodní Banka, A.S. c. República Eslovaca (Caso CIADI N° ARB/97/4), Decisión sobre Objeciones 
a la Jurisdicción (24 de mayo de 1999) (“CSOB”) [35]. 
62 Zhinvali Development Ltd. c. República de Georgia (Caso CIADI N° ARB/00/1) Laudo (24 de enero de 2003). 
63 Mobil [84]-[85] y [96]; Cemex [78]-[79] y [89]; Brandes [81]-[82]. 
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dentro del marco de un tratado, y con fundamento en él – es decir, en el Convenio del CIADI –, 

teniendo en cuenta la jurisprudencia del CIADI donde corresponda64.

2. El contenido del estándar de interpretación 

77. El Artículo 25 del Convenio del CIADI exige que el consentimiento al arbitraje sea escrito, pero 

no ofrece ninguna indicación adicional en cuanto a la forma o el momento en que dicho 

consentimiento escrito debe formularse, ni tampoco pauta alguna para su interpretación. 

78. Los principios de derecho internacional que rigen la interpretación de las declaraciones unilaterales 

realizadas con base en un tratado han sido articulados por la Corte Internacional de Justicia. El 

contenido de las normas correspondientes se encuentra establecido de manera útil en el Caso 

relativo a la jurisdicción en materia de pesquerías65, donde la Corte determinó que, dado que las 

leyes son instrumentos redactados en forma unilateral, es adecuado hacer especial hincapié en la 

intención del estado que las sanciona66. Así, las palabras relevantes de una declaración, incluida 

toda reserva que dicha declaración contenga, deben interpretarse:  

“[D]e manera natural y razonable, teniendo debidamente en cuenta los propósitos 
del Estado de que se trate… [que] puede inferirse no sólo del texto de la cláusula 
pertinente, sino también del contexto en que esa cláusula ha de leerse, así como 
del examen de las pruebas relacionadas con las circunstancias de su preparación y 
los objetivos que se intentan alcanzar“67.   

79. Este enfoque sobre la interpretación es consecuente con aquel adoptado por los tribunales en los 

casos Mobil68 y Cemex69. También fue aplicado por los tribunales en los casos SPP70 y Pac Rim71.

80. El Tribunal adoptará este enfoque y comenzará con una consideración del sentido liso y llano del 

Artículo 22. 

                                                      
64 Mobil [86]-[96]; Cemex [80]-[89]; Pac Rim [5.34]-[5.35], Brandes [81]-[82]. 
65 Caso relativo a la jurisdicción en materia de pesquerías (España c. Canadá) – Competencia del la Corte, Decisión, 
Informes de la CIJ de 1998 (“Caso relativo a la jurisdicción en materia de pesquerías”) p. 454. 
66 Caso relativo a la jurisdicción en materia de pesquerías, p. 454 [48]. 
67 Caso relativo a la jurisdicción en materia de pesquerías, p. 454 [49]. 
68 Mobil [86]-[95]. 
69 Cemex [80]-[88]. 
70 SPP [61].
71 Pac Rim [5.34]-[5.35]. 
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B. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 22 

1. Sentido liso y llano del Artículo 22 

(a) El texto del Artículo 22 de la Ley de Inversiones 

81. Conforme al Artículo 22, las controversias que surjan entre un inversor extranjero y Venezuela en 

virtud del tratado bilateral de inversiones de que se trate, o al que el Convenio del OMGI-MIGA o 

el Convenio del CIADI sea aplicable, “serán sometidas al arbitraje internacional en los términos 

del respectivo tratado o acuerdo, si así éste lo establece“. Las Partes concuerdan en que esta 

disposición crea una obligación de someter determinadas controversias al arbitraje internacional, 

sujeta a condiciones contenidas dentro del tratado o acuerdo correspondiente; sin embargo, no 

están de acuerdo sobre cuáles son las condiciones que entran en juego.  

82. La Demandada argumenta que, si bien el Convenio del CIADI establece un mecanismo para el 

arbitraje internacional, no establece por sí mismo el consentimiento al arbitraje por vía de 

referencia a dichos mecanismos y que la expresión necesaria del consentimiento debe hallarse en 

un instrumento independiente de consentimiento. En ausencia de tal instrumento independiente 

que establezca el consentimiento – que es la situación que existe en el presente caso, dado que el 

Artículo 22 no establece tal consentimiento – la condición expresa dispuesta en el Artículo 22 - “si 

así éste lo establece“ – no se cumple72.

83. La Demandante interpreta que las palabras “si así éste lo establece” expresadas en el Artículo 22 

significan “si el tratado o acuerdo ‘aplicable’ ‘establece’ el arbitraje internacional para la 

resolución de controversias potenciales“73. La Demandante observa que el Convenio del CIADI 

“[s]in duda alguna, este convenio ‘dispone’ el arbitraje ante el CIADI” y sostiene que “una 

evaluación objetiva basada en el significado ‘natural y razonable’ de los términos usados por 

Venezuela en el Artículo 22 de la Ley de Inversiones lleva a la conclusión de que Venezuela en 

este Artículo ha ‘consent[ido] por escrito a someterse a la jurisdicción del Centro’”74.   

84. En respaldo de este argumento, la Demandante se fundamenta en la Opinión del Juez Schwebel. 

En esa opinión, el Juez Schwebel expresa su visión de que, si bien los términos del Artículo 22 son 

ambiguos, una construcción corriente y razonable de los términos lleva a la conclusión de que el 

Artículo 22 constituye el consentimiento de Venezuela al arbitraje ante el CIADI75 y fundamenta 

esta opinión, en parte, en el principio de effet utile. El Juez Schwebel observa que es sabido que el 

                                                      
72 Memorial de la Demandada [16]-[17]. 
73 Memorial de Contestación de la Demandante [103]. 
74 Memorial de Contestación de la Demandante [104]. 
75 Opinión del Juez Stephen M. Schwebel del 24 de octubre de 2011 (“Opinión del Juez Schwebel”) [22]-[23]. 
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consentimiento es un elemento esencial de la jurisdicción del CIADI. Por lo tanto, señala que 

interpretar que “si así éste lo establece”, como lo hace Venezuela, significa “si el Convenio del 

CIADI por sí mismo establece el consentimiento al arbitraje“ sería interpretar el Artículo 22 

privándolo de su significado porque no es posible interpretar que el Convenio del CIADI es 

constitutivo del consentimiento de un Estado al arbitraje ante el CIADI76.  La Demandante señala, 

además, que el descargo de responsabilidad de que el Artículo  22 es “sin perjuicio de la 

posibilidad de hacer uso, cuando proceda, de las vías contenciosas contempladas en la legislación 

venezolana vigente“ también carecería de sentido si se aceptara la interpretación de Venezuela, 

dado que el objetivo del descargo es ofrecer a los inversionistas un método de resolución de 

conflictos alternativo77.   

85. La Demandada afirma que el objetivo y el efecto del Artículo 22, al considerarse conforme a su 

interpretación del texto, no hace más que confirmar la intención de Venezuela de respetar sus 

obligaciones existentes en virtud de sus tratados bilaterales de inversión, el Convenio del OMGI-

MIGA y el Convenio del CIADI. En opinión de la Demandada, el Artículo 22 no crea nuevas 

obligaciones ni agrega nada a las obligaciones internacionales existentes de Venezuela, tal como 

sugiere la Demandante78. La Demandada remite al Tribunal a la decisión en el caso Cemex y a los 

escritos de diversos juristas en respaldo de su afirmación de que el principio de effet utile “no 

otorga licencia para dar efecto a cualquier posible concepción de eficacia que un intérprete pueda 

considerar adecuada en relación a la disposición bajo interpretación” sino que en realidad excluye 

“resultados totalmente ineficaces”79. La Demandada sostiene que, por ende, el principio de effet 

utile no es aplicable al Artículo 22 dado que ya cuenta con un objetivo reconocido80. En cuanto al 

argumento presentado por la Demandante en relación con las palabras “sin perjuicio“, la 

Demandada afirma que su finalidad es “especificar que cuando el arbitraje internacional es 

mandatorio y de hecho ya ha sido incoado – ya sea conforme a TBI, el Convenio OMGI o el 

Convenio CIADI – el inversionista mantiene la opción de recurrir a los tribunales nacionales“81.   

(b) Los tratados bilaterales de inversión 

86. En sus presentaciones escritas, la Demandada hace referencia a los 29 tratados bilaterales de 

inversión que ha celebrado, de los cuales 17 habían sido firmados y se encontraban vigentes con 

                                                      
76 Opinión del Juez Schwebel [26]. 
77 Memorial de Contestación de la Demandante [182]-[183]. 
78 Memorial de Réplica de la Demandada [146]-[147]. 
79 Memorial de Réplica de la Demandada [155]-[160]. 
80 Memorial de Réplica de la Demandada [145]-[161]. 
81 Memorial de Réplica de la Demandada [163]. 
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anterioridad a la sanción de la Ley de Inversiones en 199982. La Demandada argumenta que el 

texto de los tratados bilaterales de inversión vigentes “demuestra que en 1999 la República sabía 

cómo redactar un sometimiento obligatorio a arbitraje internacional cuando esa era su intención“83.

La Demandada remite al Tribunal al texto del Artículo 8 del tratado bilateral de inversión 

celebrado con Barbados84, a modo de ejemplo, y sostiene que “[e]l texto de consentimiento 

contenido en otros tratados bilaterales de inversión venezolanos también marca un contraste 

absoluto con el Artículo 22 de la Ley de Inversiones“85.

87. La Demandante argumenta que “la estructura de la Ley de Inversiones es similar a la de los TBI 

venezolanos” y observa que “[n]o existe requisito alguno de que la aceptación del arbitraje 

internacional se exprese siempre exactamente de la misma forma“86. La Demandante agrega que 

las diferencias de redacción entre la Ley de Inversiones y los tratados bilaterales de inversión de 

Venezuela no implican que la Ley de Inversiones no establezca el consentimiento, ya que un 

tratado bilateral de inversión y una ley de inversiones son dos instrumentos jurídicos diferentes, 

tanto así que “[l]o que se pueda decir en el primer instrumento poco importa para el segundo“87.   

88. La Demandante sugiere que las razones por las que Venezuela se aparta de la estructura de 

consentimiento al arbitraje utilizada en sus tratados bilaterales de inversión al redactar el Artículo 

22 de la Ley de Inversiones no son claras y que la respuesta a esta cuestión probablemente pueda 

encontrarse remitiéndose a los travaux préparatoires o a los redactores. La Demandante sostiene 

que el texto de los tratados bilaterales de inversión fue considerado, pero finalmente rechazado y 

remite al Tribunal al párrafo 31 de la Segunda Declaración Testimonial del Sr. Werner Corrales-

Leal del 25 de abril de 2012 (“Segunda Declaración Testimonial del Sr. Corrales”): 

“Como confirma la declaración del testigo Sr. Corrales, la diferencia en lenguaje 
entre el Artículo 22 y los TBI de Venezuela puede explicarse por el esfuerzo del 
autor de simplificar y acortar el lenguaje complicado de las cláusulas del TBI“88.

                                                      
82 Memorial de la Demandada [43]; y Apéndice EU-6, que contiene los consentimientos al arbitraje en los tratados 
bilaterales de inversión venezolanos vigentes a octubre de 1999. Véase también, Memorial de Réplica de la Demandada 
[73]. 
83 Memorial de la Demandada [43]. 
84 Apéndice  RL-30”Las controversias entre una Parte Contratante y un nacional o sociedad de la otra Parte Contratante 
que se refieran a las obligaciones de aquella conforme a este Acuerdo en relación con una inversión, se someterá, a 
solicitud del nacional o la sociedad interesada, al Centro Internacional para el Arreglo de Diferencias Relativas a 
Inversiones, para ser arreglada mediante conciliación o arbitraje de conformidad con la Convención para el Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, abierta a la firma en Washington el 18 
de marzo de 1965”; Memorial de la Demandada [44] 
85 Memorial de la Demandada [44]. 
86 Memorial de Contestación de la Demandante [85]. 
87 Memorial de Contestación de la Demandante [95]. 
88 Dúplica de la Demandante [79]. 
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89. La existencia y el efecto contextual de los tratados bilaterales de inversión fueron abordados en 

cierto detalle durante el transcurso de la audiencia. Durante el interrogatorio de la contraparte 

(cross-examination), el Sr. Corrales volvió a expresar su opinión de que “al considerar los textos 

más largos que consideramos en la preparación del proyecto, hicimos un esfuerzo por abreviar 

esos textos”89 y agregó: “Yo me acuerdo de uno de los textos que era quizás de media página. Y 

nosotros hablamos cómo se podría decir lo mismo en una forma más sencilla”90. Cuando se le 

preguntó si consideraba que los tratados bilaterales de inversión “eran excesivamente 

complicados”, respondió: “No podría decir que los TBI son o se encontraban en ese momento 

como excesivamente complicados. Lo que yo digo es que en determinado momento el proyecto era 

demasiado largo y consideramos que era necesario abreviarlo”91. Posteriormente, se le preguntó al 

Sr. Corrales si había analizado algún tratado bilateral de inversión al preparar el proyecto, a lo que 

respondió: 

“Yo no puedo ni afirmar ni negar perfectamente que nosotros consideramos uno o 
dos o tres o ninguno de los TBI. Pero esta parte de aquí en adelante es mi opinión, 
que pareciera lógico que Gonzalo, siendo abogado experimentado, pudo haber 
consultado con los TBI. Pero eso es distinto de haber rechazado los textos de los 
TBI por ser complicados. Lo que yo dije es que, y no sólo en el Artículo 22 sino 
además en una parte que se dedica más a los instrumentos políticos para desarrollo 
industrial, etcétera, consideramos que eran demasiado extensos y los queríamos 
abreviar“92.

90. El texto de los tratados bilaterales de inversión de Venezuela también fue una cuestión planteada 

durante el interrogatorio del contraparte (cross-examination) del Juez Schwebel. En respuesta a 

una pregunta formulada por el Tribunal, el Juez Schwebel estuvo de acuerdo en que, según su 

conocimiento general de los TBI, la estructura y el texto del Artículo 22 no se asemejaban a 

ninguna disposición sobre consentimiento de ningún TBI con el que estuviera familiarizado93.

(c) SPP

91. La Demandante se fundamenta en el caso SPP y en las similitudes que, según la Demandante, 

pueden observarse entre la redacción y el enfoque de las leyes de inversiones egipcia y venezolana 

correspondientes.   

92. El caso SPP se relacionaba con la interpretación del Artículo 8 de la Ley N° 43, relativa a la 

Inversión de Fondos Árabes y Extranjeros y las Zonas Francas [traducción del Tribunal] (“Ley de 

                                                      
89 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 165:1-4. 
90 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 165:7-9. 
91 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 165:12-16. 
92 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 168:19-169-9. 
93 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 2, 422:4-9. 
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Inversiones Egipcia”), a fin de determinar si establecía el consentimiento de Egipto al arbitraje 

ante el CIADI. La Ley de Inversiones Egipcia ha sido traducida de la siguiente manera: 

“Las controversias en materia de inversión con respecto a la implementación de 
las disposiciones de esta Ley deberán ser resueltas de la manera en que haya sido 
acordado con el inversionista, o dentro del marco de los acuerdos en vigor entre la 
República Árabe de Egipto y el país de origen del inversionista, o dentro del 
marco del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones 
entre Estados y Nacionales de Otros Estados al cual Egipto se ha adherido en 
virtud de la Ley No. 90 de 1971, cuando éste aplique“ (énfasis añadido) 
[traducción del Tribunal]. 

93. Egipto argumentó que:  

“El Artículo 8 de la Ley de Inversiones Egipcia no contiene ningún texto que 
establezca un consentimiento expreso a la jurisdicción del Centro y, a primera 
vista, el primer párrafo del Artículo 8 no es más que una lista no taxativa de 
métodos posibles de resolución de controversias que pueden ser negociados entre 
el inversor y el Gobierno egipcio en cada caso. En consecuencia,... es necesaria 
una expresión de consentimiento ad hoc separada para establecer la jurisdicción 
del Centro”94 [traducción del Tribunal]. 

94. Egipto alegó que el requisito de un acuerdo ad hoc separado estaba implícito en las frases “dentro 

del marco del Convenio” y “cuando [el Convenio] aplique”95 [traducción del Tribunal]. Sostuvo 

que el “marco” del Convenio del CIADI incluía el requisito de un consentimiento a la jurisdicción 

escrito y separado y que la frase “cuando éste aplique” reservaba las condiciones de aplicabilidad 

del Convenio del CIADI, incluido el requisito de un acuerdo escrito especial para someterse a la 

jurisdicción del CIADI96.

95. En contraposición, SPP argumentó que el Artículo 8 establecía una secuencia obligatoria y 

jerárquica de procedimientos para la resolución de conflictos y que si las partes no habían 

acordado sobre un método de resolución de conflictos y no existía ningún tratado bilateral de 

inversión aplicable en vigor, las controversias legales que surgieran directamente de las 

inversiones debían resolverse mediante los procedimientos especificados en el Convenio del 

CIADI si el estado al que pertenecía el inversor era parte en el Convenio del CIADI97.

96. El tribunal en el caso SPP identificó diversas consideraciones que no le permitían aceptar el 

argumento presentado por Egipto. Tales consideraciones incluían la siguiente: 

                                                      
94 SPP [73]. 
95 SPP [91]. 
96 Ídem. 
97 SPP [72]. 
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“Interpretar las frases ‘dentro del marco del Convenio’ y ‘cuando éste aplique’ en 
el sentido de que las Partes de una controversia relativa a inversiones deben 
celebrar un acuerdo por separado para establecer el consentimiento a la 
jurisdicción del Centro también destruiría la lógica interna del Artículo 8 y 
volvería superflua gran parte de esa disposición. ... Ningún método válido de 
interpretación jurídica justificaría la conclusión de que la referencia expresa al 
Convenio que hace el Artículo 8 carece de sentido o es pleonástica…” 98

[traducción del Tribunal]. 

97. La Demandante en el presente caso sostiene que el caso SPP es relevante para este arbitraje porque 

el lenguaje utilizado en la Ley de Inversiones Egipcia es “notablemente similar al lenguaje que nos 

ocupa“99. Durante el interrogatorio del contraparte (cross-examination), el Juez Schwebel dijo que 

no había visto nunca ninguna disposición de consentimiento en una ley de inversiones que tuviera 

la estructura compuesta de la Ley de Inversiones venezolana, que aborda los tratados bilaterales de 

inversión, el Convenio del OMGI-MIGA y el CIADI, al señalar que “[m]e parece que esto es muy 

original. Pero por supuesto si uno mira la Ley de Inversiones de Egipto, que fue algo que se vio en 

el caso SPP, existe terminología que es sorprendentemente similar a la del Artículo 22“100.

98. En respuesta, la Demandada argumenta que el texto del Artículo 8 de la Ley de Inversiones 

Egipcia “difiere de forma considerable del artículo 22“101. La Demandada afirma que, a diferencia 

del Artículo 22 de la Ley de Inversiones, el Artículo 8 de la Ley de Inversiones Egipcia establecía 

una jerarquía de vías posibles que culminaba con el arbitraje ante el CIADI como vía más general 

y que fue principalmente sobre este fundamento que el tribunal determinó que el Artículo 8 

constituía consentimiento de parte de Egipto al arbitraje ante el CIADI102.   

99. Las decisiones anteriores del CIADI relativas al Artículo 22 de la Ley de Inversiones - Mobil,

Cemex y Brandes – hacen referencia al caso SPP. Sin embargo, todas lo hicieron principalmente 

en el contexto de determinar el estándar de interpretación a ser aplicado al Artículo 22103. Este 

Tribunal no ha encontrado ningún indicio en las decisiones y los laudos correspondientes que 

sugiera que los tribunales en los casos Mobil, Cemex o Brandes consideraron o hicieron alguna 

determinación en relación con las similitudes y diferencias que podían hallarse entre el Artículo 8 

de la Ley de Inversiones Egipcia y el Artículo 22 de la Ley de Inversiones, ni que consideraron la 

importancia de las conclusiones del tribunal en el caso SPP en lo que respecta a esas similitudes y 

diferencias. 

                                                      
98 SPP [94]. 
99 Memorial de Contestación de la Demandante [88]. 
100 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 2, 423:11-15 
101 Memorial de Réplica de la Demandada [212]. 
102 Memorial de Réplica de la Demandada [213]. 
103 Brandes [82]; Cemex [73], [86]; Mobil [79]. 
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(d) La conclusión del Tribunal sobre el sentido liso y llano del 
Artículo 22 

100. Tal como puede observarse claramente en las presentaciones de las Partes, la cuestión de si el 

Artículo 22 constituye un consentimiento a la jurisdicción del CIADI da lugar a opiniones diversas. 

La Demandante interpreta que las palabras “si así éste lo establece” quieren decir “si el tratado o 

acuerdo ‘aplicable’ ‘establece’ el arbitraje internacional para la resolución de controversias 

potenciales“ y observa que el Convenio del CIADI “[s]in duda alguna, este convenio ‘dispone’ el 

arbitraje ante el CIADI“104. Por otro lado, la Demandada interpreta que la expresión “si así éste lo 

establece” significa “si el respectivo tratado o acuerdo establece, de conformidad con sus términos, 

que la controversia deberá someterse a arbitraje internacional, no si el respectivo tratado o acuerdo 

proporciona un mecanismo para el arbitraje internacional de controversias“105.

101. Las palabras “serán sometidas” deben contrastarse con la posible invocación a través de la frase “si 

así éste lo establece” del requisito de consentimiento escrito “para arbitrar la 

controversia“ [traducción del Tribunal] conforme al Artículo 25(1) del Convenio del CIADI, que 

es adicional a la simple adopción del Convenio del CIADI por parte de un estado. Por supuesto, la 

cuestión de si tal consentimiento escrito adicional es requerido plantea el interrogante de si la 

expresión “serán sometidas” puede en sí misma constituir dicho consentimiento, tal como 

argumenta la Demandante, sobre la base de que la condición se cumple a través del Convenio del 

CIADI que establece el arbitraje internacional entre los inversionistas y los Estados. 

102. Si se hubiera recurrido a una redacción como la utilizada en los tratados bilaterales de inversión 

para aceptar la jurisdicción del CIADI, en lugar de la redacción que figura en el Artículo 22, 

prácticamente no habría dificultad alguna para determinar si la Ley de Inversiones constituye un 

consentimiento. La adopción de la redacción particular del Artículo 22, en contraposición a aquella 

utilizada en los tratados bilaterales de inversión de Venezuela – cuestión que fue objeto de la 

prueba del Sr. Corrales y que se aborda más adelante – será relevante en la evaluación de las 

pruebas relativas a la intención que se encontrar frente a este Tribunal. Sin embargo, compete a 

este Tribunal expresar una visión sobre el sentido liso y llano de la disposición tal como fue 

redactada.  

103. El hecho de que es posible prestar el consentimiento a la jurisdicción del CIADI a través de una 

Ley de Inversiones se ve ejemplificado en la decisión adoptada en el caso SPP, donde la redacción 

de la disposición correspondiente es similar, aunque no idéntica, a la redacción del Artículo 22. 

Tanto el Artículo 8 de la Ley de Inversiones Egipcia como el Artículo 22 contienen una oración 
                                                      
104 Memorial de Contestación de la Demandante [103]-[104]. 
105 Memorial de Réplica de la Demandada [91] (notas al pie omitidas). 
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afirmativa: “deberán ser resueltas” y “serán sometidas” (respectivamente). Ambas contienen una 

condición similar – a saber, “cuando [dicho Convenio] aplique” (en el Artículo 8 de la Ley de 

Inversiones Egipcia) y “respecto de las cuales sean aplicables las disposiciones del… Convenio 

sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados 

(CIADI)” (en el Artículo 22 de la Ley de Inversiones venezolana) – aunque el Artículo 22 también 

contiene palabras adicionales en relación con el Convenio del CIADI (“si así éste lo establece“) 

que no están presentes en el Artículo 8. El Artículo 22 hace referencia a tratados o acuerdos para la 

promoción y la aplicación de las inversiones, el Convenio del OMGI-MIGA y el CIADI, mientras 

que la Ley de Inversiones Egipcia se refiere únicamente al CIADI. Por consiguiente, existe una 

aplicación más potencial de la condición en el Artículo 22 que en el Artículo 8.  

104. Aunque las decisiones en los casos Mobil, Cemex y Brandes no trataban el argumento presentado 

por la Demandante respecto de la aplicabilidad del caso SPP a la interpretación del Artículo 22, al 

ser consideradas conjuntamente, estas decisiones demuestran claramente que se pueden adoptar 

distintos enfoques sobre la cuestión de si disposiciones tales como el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones y el Artículo 8 de la Ley de Inversiones Egipcia, al ser similares (mas no idénticas) en 

su estructura y contenido, son capaces de establecer el consentimiento requerido por el Artículo 25 

del Convenio del CIADI.  

105. El Tribunal opina que el texto del Artículo 22 es ambiguo. Como existe más de una interpretación 

posible del Artículo 22, el principio de effet utile no puede en sí modificar esta conclusión o 

brindar una visión más clara en un sentido o en el otro. 

106. El Tribunal observa que su análisis del significado corriente del Artículo 22 concuerda con aquel 

de los tribunales en los casos Mobil, Cemex y Brandes, que concluyeron que el texto del Artículo 

22 era “confus[o] y ambigu[o]”106, “ambiguo y oscuro“107, que “no tiene un significado natural“108.

107. El Tribunal concluye que el significado liso y llano del Artículo 22 no lleva a la conclusión de que 

la intención de Venezuela fue la de otorgar su consentimiento al arbitraje del CIADI. Por lo tanto, 

para determinar la intención de Venezuela al sancionar la Ley de Inversiones resulta necesario ir 

más allá de la letra del Artículo 22 para determinar si, como afirma la Demandante, dicha 

disposición establece la intención de Venezuela de otorgar su consentimiento al arbitraje del 

CIADI.  

                                                      
106 Brandes [86]. 
107 Mobil [111]. 
108 Cemex [103]. 
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2. La intención de Venezuela 

108. La Demandante se funda en las pruebas que ha presentado al Tribunal en relación con la intención 

de Venezuela al sancionar la Ley de Inversiones. Dichas pruebas pueden dividirse en dos 

categorías: (1) las pruebas que, según la Demandante, son sustancialmente distintas a aquellas 

presentadas ante los tribunales en los casos Mobil, Cemex y Brandes; y (2) aquellas pruebas que, a 

la luz de las decisiones de los casos Mobil, Cemex y Brandes, parecen haber sido tenidas en cuenta 

por los tribunales en esos tres casos. El Tribunal actúa sobre la base de que las decisiones de 

dichos tribunales – que son unánimes al resolver que el Artículo 22 no confiere jurisdicción – no 

son vinculantes para este Tribunal. No obstante, el Tribunal opina que es importante analizar 

cuidadosamente y sopesar debidamente la esencia de estas decisiones. Si este Tribunal se apartara 

de la conclusión a la que arribaron cada uno de los tres tribunales mencionados – conclusión a la 

que se llegó en cada caso por decisión unánime de los tres árbitros – tendría que diferenciar este 

caso, por ejemplo, haciendo referencia a nuevos argumentos y pruebas que no se encontraban a 

disposición de los otros tribunales109.

(a) Primera categoría – Pruebas nuevas 

(i) La declaración del Sr. Corrales 

109. En el presente procedimiento, el Sr. Corrales realizó dos declaraciones testimoniales y compareció 

ante el Tribunal. Fue interrogado por la Demandada y por el Tribunal. 

110. No se encontraba preparado para prestar declaración en los casos Mobil, Cemex y Brandes por 

motivos que explicó al Tribunal110.

111. Por lo tanto, la declaración del Sr. Corrales ante este Tribunal representa un material adicional al 

que tenían a su disposición los otros tres Tribunales. Resulta apropiado brindar detalles de las 

declaraciones del Sr. Corrales antes de considerar el efecto de dichas declaraciones. 

112. No obstante, antes de hacerlo, el Tribunal desea dejar constancia de que el Sr. Corrales se mostró 

como un testigo creíble y confiable, pese a su participación en iniciativas que son incompatibles 

con las políticas del actual Gobierno de la Demandada111. Fue sometido a un interrogatorio extenso 

y hábil por parte del abogado de la Demandada. Sus respuestas, desde el punto de vista del 

Tribunal, fueron cuidadosas y medidas, y no hubo indicio alguno que saltara de la verdad respecto 

                                                      
109 El Tribunal señala que las nuevas pruebas presentadas en estos procedimientos no parecen haber sido presentadas 
ante el Tribunal en Tidewater y la relevancia de esa decisión ha sido considerada en este contexto.   
110 Segunda Declaración Testimonial del Sr. Corrales [34]; Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 
277:8-11. 
111 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 277:20-278:12. 
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de los asuntos a los que se refirió. La cuestión, como se verá más adelante, no recae en la 

veracidad de sus dichos, sino en si sus declaraciones son suficientes para establecer la intención de 

Venezuela, al adoptar el Artículo 22, de otorgar su consentimiento a la jurisdicción del CIADI o si 

se limita a establecer su propia postura acerca de cuál era el objetivo a alcanzar y alcanzado por el 

Artículo 22.  

113. De 1996 a 2002, el Sr. Corrales fue Embajador y Representante Permanente de Venezuela en la 

oficina de las Naciones Unidas y la Organización Mundial de Comercio en Ginebra. Con 

anterioridad, ocupó el cargo de Ministro de Desarrollo y Presidente del Instituto de Comercio 

Exterior de Venezuela de 1995 a 1996 y de Ministro de Planificación de 1994 a 1995112.

114. En su Primera Declaración Testimonial, el Sr. Corrales describe su participación en la redacción de 

la Ley de Inversiones del siguiente modo: 

“II.  La redacción de la Ley de Inversiones 

6. Para comprender el origen y el propósito de la Ley de Inversiones, 
primero debo explicar la oposición que presenté hacia ciertos términos del tratado 
bilateral de inversiones propuesto entre Estados Unidos de América y la República 
de Venezuela (el “TBI EE. UU./Venezuela”) en 1998. 

7. En 1998, Estados Unidos y la República de Venezuela estaban muy cerca 
de concretar un tratado bilateral de inversiones. En ese tiempo, yo era el 
representante permanente de Venezuela ante la OMC, y, como tal, me opuse 
enfáticamente a algunos de los términos que los Estados Unidos pretendía 
imponer en el tratado. Particularmente, encontré inaceptable que los Estados 
Unidos demandara que la República de Venezuela se abstuviera de imponer sobre 
las inversiones de inversionistas estadounidenses requisitos de desempeño 
relacionados con la transferencia de tecnología. Como especialista en desarrollo 
internacional, creo que una obligación de ese tipo podría restringir gravemente la 
capacidad de la República de Venezuela para desarrollar políticas que alentarían la 
transferencia de tecnología desde los inversionistas estadounidenses hacia las 
compañías venezolanas. Mi oposición a estos términos del TBI EE. 
UU./Venezuela fue ampliamente cubierta por la prensa. 

8. En diciembre de 1998, Hugo Chávez fue elegido presidente de Venezuela. 
A principios de enero de 1999, el electo Presidente Chávez me invitó para discutir 
mi postura en cuanto al TBI EE. UU./Venezuela, cuyo progreso se había 
interrumpido debido a la controversia que siguió a mi oposición a ese tratado. El 
Dr. Jorge Giordani, que más tarde fue designado miembro de su Gabinete, 
participó de esa reunión. El Presidente Chávez y el Dr. Giordani manifestaron su 
interés en atraer hacia Venezuela inversiones extranjeras y solicitaron sugerencias 
para superar el estancamiento de las negociaciones del TBI EE. UU./Venezuela. 
Todos los participantes de la reunión, inclusive el electo Presidente Chávez, 
coincidieron en que cualquier régimen de inversiones extranjeras, inclusive un 
tratado bilateral de inversiones, debería lograr los objetivos tanto de contribuir al 

                                                      
112 Primera Declaración Testimonial del Sr. Corrales [1]. 



29

desarrollo de Venezuela como brindar una protección eficaz para los 
inversionistas extranjeros. 

9. Aconsejé al electo Presidente Chávez que la mejor manera de proceder era 
a través de la promulgación de una ley que tuviera como fin lograr ambos 
objetivos de manera simultánea (un hecho reflejado más tarde en lo que se 
convirtió en el Artículo 1 de la Ley de Inversiones) y que serviría tanto como un 
marco de trabajo para la promoción y protección de las inversiones extranjeras y 
como una referencia para los tratados de inversiones a ser negociados. 

10. En el primer trimestre de 1999, el Ministro Jorge Giordani, que estaba a 
cargo de la Oficina Central de Coordinación y Planificación de la Presidencia de 
la República (conocida también como CORDIPLAN), me solicitó que coordinara 
la preparación de un anteproyecto de lo que más tarde sería la Ley de Inversiones. 

11. Soy un experto en asuntos de comercio, inversión y desarrollo 
internacional pero no soy un abogado. Por ese motivo, le sugerí al Ministro 
Giordani que incluyera en el equipo de redacción a un experto en derecho. 
Recomendé a Gonzalo Capriles, un especialista en derecho económico 
internacional, que había sido asesor jurídico del Instituto de Comercio Exterior, la 
institución encargada de las negociaciones de comercio internacional de 
Venezuela, el cual presidí en calidad de ministro entre 1995 y 1996. 

12. En respuesta a la solicitud del Ministro Giordani, preparé los términos de 
referencia para el trabajo del Sr. Capriles en calidad de consultor, y que definían 
los objetivos y principios del anteproyecto de ley. Basados en esos términos de 
referencia, bajo mi coordinación, el Sr. Capriles y yo preparamos el anteproyecto 
de la Ley de Inversiones que fue presentado al Presidente Chávez. 

III.  La intención de los redactores de la Ley de Inversiones en lo que 
concierne al arbitraje internacional 

13. En la versión del anteproyecto de la Ley de Inversiones que preparamos, 
el Sr. Capriles y yo incluimos una opción para que los inversionistas 
internacionales recurrieran al arbitraje internacional bajo tres circunstancias 
distintas. Primero, el arbitraje internacional estaría disponible cuando existiera un 
acuerdo o tratado entre el país de origen del inversionista y Venezuela. Segundo, 
el arbitraje internacional también estaría disponible cuando correspondieran las 
disposiciones del Organismo multilateral de garantía de inversiones. Tercero, el 
arbitraje internacional también estaría disponible cuando correspondiera el 
Convenio sobre el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y 
Nacionales de Otros Estados. 

14. En mi opinión, el anteproyecto de la Ley de Inversiones estaba sujeto a 
una revisión por parte del Gabinete Económico, y a una revisión final por parte del 
Consejo de Ministros completo. Participe de las dos reuniones mencionadas en las 
que realicé presentaciones del anteproyecto de la Ley de Inversiones y respondí a 
las preguntas planteadas por los ministros. Recuerdo en particular que durante la 
revisión del Gabinete Económico, discutimos el asunto del arbitraje internacional, 
y solamente una de las personas presentes en la reunión se opuso a la propuesta 
realizada por los redactores de que la Ley de Inversiones debería brindar a los 
inversionistas extranjeros el derecho de buscar arbitraje internacional como medio 
para resolver las diferencias con la República. El viceministro de Minas y Energía, 
el Sr. Álvaro Silva Calderón, se opuso a la iniciativa invocando la doctrina Calvo, 
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pero la reunión concluyó sin ninguna objeción por parte del Gabinete Económico 
para la propuesta realizada por los redactores referente al arbitraje internacional. 

15. No tengo los antecedentes jurídicos necesarios para analizar legalmente el 
Artículo 22 de la Ley de Inversiones. Pero sé que al preparar el anteproyecto de 
esa ley, la intención del Sr. Capriles y la mía era incluir en la misma una oferta 
abierta para que los inversionistas extranjeros arbitraran sus diferencias con la 
República de Venezuela si es que consideraban que ello era conveniente, bajo las 
circunstancias ya anteriormente mencionadas en el párrafo 13. 

16. A mi leal saber y entender, el Consejo de Ministros adoptó la versión del 
Artículo 22 de la Ley de Inversiones que había sido propuesta por los redactores, y 
esa versión está incluida en el texto de la Ley de Inversiones que finalmente fue 
publicado en octubre de 1999 en la Gaceta Oficial“. 

115. En su Segunda Declaración Testimonial, el Sr. Corrales señala: 

“19. Con base en mi participación en la redacción y discusión de la Ley de 
Inversiones en ese entonces, ratifico que la Ley de Inversiones tenía como 
propósito incluir el consentimiento para que los inversionistas extranjeros tuvieran 
acceso al arbitraje internacional aun cuando no hubiera un tratado bilateral de 
inversión. 

20. Además ratifico haber comprendido haber sido autorizado a incluir dicho 
consentimiento en la Ley de Inversiones a fin de brindar la protección adecuada a 
los inversionistas extranjeros en Venezuela, con la intención de atraerlos y 
mantenerlos en el país. Adicionalmente, ratifico que tanto el gabinete económico 
como el Consejo de Ministros aceptaron dicha intención, la cual fue aclarada en 
las presentaciones que realicé y los debates en los que participé en ambos 
organismos“. 

116. Durante la audiencia, el Sr. Corrales fue interrogado por parte de la Demandada, y el Tribunal le 

formuló algunas preguntas.   

117. Durante el interrogatorio de la contraparte (cross-examination), se le preguntó al Sr. Corrales por 

qué había elegido al Sr. Capriles para colaborar en la redacción de la Ley de Inversiones y cómo 

abordaron la tarea. El Sr. Corrales respondió que el principal motivo por el cual eligió al Sr. 

Capriles fue que había trabajado con él en el Instituto de Comercio Exterior y en carácter de 

Ministro de Comercio y Ministro de Desarrollo de Venezuela y que había llegado a la conclusión 

de que era “una persona con buena experiencia“113. En relación con el proceso de redacción, el Sr. 

Corrales manifestó que el Sr. Capriles había preparado el primer borrador, pero que “borradores 

posteriores siempre fueron abordados por los dos y terminamos con un acuerdo, y no sólo en 

                                                      
113 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 143:8-9 
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relación con el artículo 22 sino también en relación con cualquier otro artículo. Habíamos 

considerado que esto ya estaba completo“114.

118. El Tribunal le solicitó al Sr. Corrales que describiera la diferencia entre la composición del 

Gabinete Económico y el Consejo de Ministros. Su explicación fue la siguiente: 

“Los miembros del Gabinete Económico son los Ministros de aquellas áreas 
relacionadas con la economía, lo que tenía el nombre de CORDIPLAN, que era el 
Ministerio de Coordinación y Planificación, Ministerio de Finanzas. El canciller 
asiste a algunas reuniones cuando las conversaciones o los asuntos a tratar 
incluyen las relaciones económicas internacionales, el Ministro de Petróleo y 
Minas, o hidrocarburos, el Ministro de Comercio e Industria en el momento. 
Además el Ministro de Trabajo asiste cuando cuestiones laborales se tratan. Ellos 
son los miembros del Gabinete Económico de quienes me acuerdo. 

El Consejo de Ministros está formado por todos los Ministros, incluyendo las 
áreas sociales, las áreas económicas, lo político, el Ministro de Gobierno Interior, 
Ministro de Defensa. Es la diferencia“115.

119. Posteriormente, el Sr. Corrales fue interrogado por el Tribunal respecto de la naturaleza y la 

extensión de sus conversaciones con los miembros del Gabinete Económico y el Consejo de 

Ministros respecto de su opinión de que el Artículo 22 debía ser tomado como una expresión del 

consentimiento de Venezuela a la jurisdicción del arbitraje del CIADI. Su respuesta fue la 

siguiente: 

“Ya que el presidente de la reunión del gabinete económico, yo expliqué en detalle 
que sobre la base de la disposición de la ley, a los inversionistas internacionales se 
les estaba dando a ellos el derecho de decidir por ellos mismos si recurrir al 
arbitraje internacional o a los Tribunales nacionales. Yo no entré en detalles, por 
ejemplo, de decir que uno es el CIADI, el otro es el TBI, etcétera. Pero era claro 
pues lo que yo consideraba políticamente importante era lo que se había tratado en 
el gabinete económico. 

... 

Esto fue el acceso unilateral, es decir, el inversionista tenía el derecho de optar 
entre recurrir al arbitraje internacional o utilizar los Tribunales nacionales“116.

“En las conversaciones en el Gabinete Económico yo expliqué en mayor detalle, 
porque los Ministros en el Gabinete conocen más algunas situaciones y 
especialmente tienen alguna relación con PdVSA, etcétera. Entonces allí hablé en 
un grado mayor de detalles y expliqué los tres casos. En la explicación que 
presenté ante el Consejo de Ministros no abordé detalles técnicos“117.

                                                      
114 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 139:8-12. 
115 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 226:7-227:2. 
116 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 233:6-234:1. 
117 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 235:22-260-18. 
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“¿Se refiere usted al Artículo 22 en el Gabinete Económico? Lo que sucedió ahí es 
que se abrió la discusión sobre el hecho de que Venezuela estaba intentando 
reformar las instituciones y tratando de abrir su economía y tratando de ser más 
atrayente para los inversionistas. La visión general, debo decir, es que el arbitraje 
internacional es un paso positivo que Venezuela – ofrecer arbitraje internacional, 
etcétera, etcétera, es un paso positivo por parte de Venezuela para ser un país o 
una economía que pueda ser atrayente para inversionistas extranjeros“118.

120. Luego, el Tribunal preguntó si alguno de los Ministros había acordado expresamente con el Sr. 

Corrales y confirmado que su intención era que el Artículo 22 de la Ley de Inversiones incluyera 

un consentimiento unilateral a la jurisdicción del CIADI, a lo que el Sr. Corrales respondió: 

“Señor: lo que sucedió es que al final la única persona que planteó la posición fue 
el Viceministro para Petróleo e Hidrocarburos. Los demás participaron o tomaron 
la posición opuesta diciendo que Venezuela debería ser un país abierto. 

Los argumentos esgrimidos por el Viceministro Silva Calderón, que de hecho 
habían sido discutidos ante el Congreso de Venezuela desde 1989, y yo podría 
decir que fueron sobreseídos por la opinión de los demás Ministros que 
participaron en esa reunión, aunque dije antes que las decisiones en las reuniones 
del Gabinete Económico no se toman por voto. Existen las minutas, pero no hubo 
objeción. Al final no hubo objeción después de que finalizó la discusión“119.

121. El Tribunal también indagó acerca de la interpretación del Sr. Corrales del Convenio del CIADI. 

El Sr. Corrales expresó que resultaba claro para él que las partes del Convenio del CIADI no 

otorgan su consentimiento a la jurisdicción del CIADI meramente por ser partes en dicho 

Convenio y que se requería algo más120. Él consideraba que el Artículo 22 cumplía con los 

requisitos de algo más establecidos en el Convenio del CIADI: 

“…Leí el texto varias veces en español. Quizás – quizás no, pero no tengo la 
experiencia jurídica, pero en español liso y llano dice que sí. Si los inversionistas 
se encuentran en la situación A, B o C pueden decidir por sí mismos si recurren a 
los Tribunales nacionales o al arbitraje internacional“121.

122. Otros asuntos abordados durante el interrogatorio de la contraparte (cross-examination) y el 

interrogatorio del Tribunal incluyeron: la ausencia de declaraciones contemporáneas por parte de 

la Demandada o del Sr. Corrales con posterioridad a la sanción de la Ley de Inversiones que 

apoyaran la opinión actualmente expresada por el Sr. Corrales; su silencio durante el paso del 

tiempo entre la sanción de la Ley de Inversiones, su participación en un seminario en abril de 2009, 

y sus motivos para prestar declaraciones testimoniales en el presente caso; y la incoherencia entre 

                                                      
118 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 260:7-18. 
119 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 261:5-19. 
120 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 257:4-8. 
121 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 258:5-11. 
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el texto del Artículo 22 y los términos del consentimiento a la jurisdicción del CIADI contenidos 

en los tratados bilaterales de inversión celebrados entre Venezuela y otros países. 

123. El Tribunal observa que la Demandada ha elegido no presentar pruebas que refuten las opiniones 

expresadas por el Sr. Corrales respecto de su participación en la preparación de la Ley de 

Inversiones, incluidas las reuniones a las que asistió en el Gabinete Económico y en el Consejo de 

Ministros, y la intención de la Demandada respecto del Artículo 22. No se han presentado pruebas 

ante el Tribunal que sugieran, por ejemplo, la indisponibilidad de los Ministros que se encontraban 

presentes en la reunión del Gabinete Económico y el Consejo de Ministros en las que se tomó la 

decisión del Gobierno respecto de la sanción de la Ley de Inversiones. Por el contrario, la 

Demandada alega que el testimonio del Sr. Corrales resulta irrelevante a fin de determinar si la 

Demandada prestó su consentimiento al arbitraje del CIADI y cita el laudo del caso Brandes para 

respaldar este argumento. La Demandada adoptó este enfoque, sin dudas a sabiendas de que el 

Tribunal podría no aceptar dicha postura y podría tomar en cuenta pruebas extrínsecas de intención, 

como las circunstancias de la preparación y sanción de la Ley.   

124. Se presentaron algunas pruebas ante el Tribunal – los apéndices R-53122 y R-54123 - en las que 

Venezuela se fundamentó para plantear cuestiones sobre la ausencia del testimonio del Sr. Corrales 

en los casos Conoco y Mobil para respaldar los reclamos de jurisdicción. El Tribunal observa que 

la ausencia del testimonio del Sr. Corrales (así como también la falta de testimonio del Sr. Capriles) 

en dichos casos fue criticada por Venezuela. Por lo tanto, el Tribunal se sorprendió ante la omisión 

por parte de la Demandada de presentar pruebas que refutaran las declaraciones testimoniales del 

Sr. Corrales en el presente caso, y su fundamento en las decisiones de los casos Cemex, Mobil y 

Brandes. Asimismo, el Tribunal observa que se solicitó a la Demandada, en diversas 

oportunidades, que presentara pruebas en relación con estos asuntos que podían estar en su poder y 

bajo su custodia, pero no lo hizo. 

125. El Tribunal considera que podría tener derecho a inferir, ante la omisión por parte de la 

Demandada de presentar pruebas en contrario, que la versión de los hechos ofrecida por el Sr. 

Corrales respecto de lo ocurrido en determinadas reuniones del Gabinete Económico y el Consejo 

de Ministros – y las decisiones que el Sr. Corrales alega fueron allí tomadas – no fue impugnada 

por pruebas testimoniales que se encontraban a su disposición. No obstante, por los motivos 

expuestos en el párrafo 146, la omisión por parte de la Demandada de presentar dichas pruebas, y 

la conclusión que de ello puede desprenderse, no resultan en sí mismas suficientes para establecer 
                                                      
122 Apéndice R-53B, Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción en Conoco Philips Company y otros c. República 
Bolivariana de Venezuela (Caso CIADI N° ARB/07/30) (Caso pendiente) (“Conoco”), Pregunta de Venezuela al Sr. 
Brewer-Carías, p. 2404:20-21. 
123 Apéndice R-54, Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción en Mobil, p. 197. 
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una intención por parte de Venezuela de aceptar someterse a la jurisdicción del CIADI. Por el 

contrario, el Tribunal considera que, en vista de las ambigüedades en el significado y en los efectos 

del Artículo 22, lo que se requiere son pruebas directas de la intención por parte de Venezuela de 

prestar su consentimiento a la jurisdicción del CIADI. Estas pruebas no se han presentado a 

satisfacción del Tribunal. 

(ii) Los Apéndices WCL-1 y WCL-3 

126. Estos apéndices son documentos que supuestamente descubrió el Sr. Corrales a su regreso a 

Ginebra a fines de 2011, mientras la Demandante preparaba la audiencia sobre jurisdicción, cerca 

de 12 años posteriores a la sanción de la Ley de Inversiones. Estos documentos no se encontraban 

entre las pruebas a disposición de los otros tres tribunales del CIADI que consideraron el Artículo 

22 de la Ley de Inversiones. 

127. El Apéndice WCL-1124 es un documento que describe los términos de referencia preparados por el 

Sr. Corrales para la contratación de un asesor que asistiera en la elaboración del proyecto de la Ley 

de Inversiones. Los términos de referencia describían las funciones que debía cumplir la Ley 

propuesta, sus objetivos generales y su contenido. El párrafo 10 se titula “Contenido de la Ley” y 

establece lo siguiente:  

“10. Solución de controversias en caso de inversiones extranjeras: 

La Ley debería cubrir lo relativo a los mecanismos de solución de conflictos que 
pudiesen presentarse, tanto entre el Estado venezolano y el Estado del cual el 
inversionista es nacional, como entre el Estado Venezolano y el inversionista. En 
ambos casos, El Consultor deberá estudiar las opciones y argumentar las ventajas 
y desventajas de las mismas. Ellas deberán estudiarse, particularmente, con 
relación a los conflictos entre Estados (los diversos mecanismos enunciados a 
estos efectos en la Carta de las Naciones Unidas) y a los conflictos entre el 
inversionista extranjero y el Estado venezolano (una opción sería ofrecer al 
primero al posibilidad de recurrir a los tribunales venezolanos o a un mecanismo 
de arbitraje internacional, en el entendido de que al optar por una de esas vías ya 
el caso no podría ser planteado en la otra, para evitar decisiones contradictorias)”. 

128. El Tribunal observa que el párrafo 10 solamente brinda “opciones” a ser analizadas y no hace 

referencia directa al CIADI.    

129. El Apéndice WCL-3125 es un documento, de fecha 30 de junio de 1999, que contiene comentarios 

del Sr. Corrales sobre un anteproyecto de ley de inversiones. Estos comentarios critican el 

“Proyecto de Decreto-Ley sobre Promoción y Protección de Inversiones“. La Sección 2.4 del 

documento señala:  
                                                      
124 Apéndice WCL-1, Terminos de Referencia para la formulación del Proyecto de Ley de Inversiones. 
125 Apéndice WCL-3, Comentarios a un Proyecto de Decreto-Ley sobre Promoción y Protección de Inversiones. 
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“2.4 Acceso a mecanismos de solución de controversias 

El artículo 20 del Proyecto prevé que el Estado y los inversionistas puedan 
someter las controversias en relación con una inversión, a los tribunales de la 
República o a tribunales arbitrales constituidos conforme a tratados 
internacionales. 

Esta redacción no otorga mayores garantías a los inversionistas, ya que es claro 
que estos siempre podrán recurrir a los tribunales venezolanos, a los que nuestro 
Estado está naturalmente sometido. Lo que podría convertirla en un “activo” del 
Proyecto sería el sometimiento del Estado a la jurisdicción del tribunal arbitral 
internacional. En efecto, se dice que “El Estado y los inversionistas podrán 
someter las controversias (…) a los tribunales arbitrales…”, pero eso pareciera 
implicar la escogencia de esa jurisdicción por acuerdo entre el Estado y el 
inversionista, y no conceder a éste la posibilidad de recurrir unilateralmente a ese 
arbitraje como ya lo hacen los tratados bilaterales de protección de inversiones“. 

130. Al igual que el documento anterior, éste no hace referencia directa al CIADI.   

131. El Tribunal considera que estos documentos por sí solos no son suficientes para establecer que la 

intención de Venezuela en la Ley de Inversiones fue la de prestar su consentimiento al arbitraje del 

CIADI. Aun cuando pueden no resultar incompatibles con la opinión del Sr. Corrales de que, sin 

perjuicio de la opinión del Gobierno, su intención era que el Artículo 22 incluyera un 

consentimiento unilateral al arbitraje del CIADI, estos documentos no son suficientes para 

establecer la intención explícita de Venezuela de prestar su consentimiento a la jurisdicción del 

CIADI. 

(iii) El caso Fermín Toro 

132. La Demandante también ha presentado nuevo material ante el Tribunal mediante el Apéndice 

LAC-16126, una traducción al inglés de fragmentos del expediente del caso Fermín Toro de la sala 

constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, que incluye presentaciones escritas 

del Procurador General de Venezuela. En lo que a este Tribunal respecta, estos fragmentos del 

expediente y las presentaciones del Procurador General del Estado de Venezuela no se 

encontraban a disposición de los tribunales en los casos Mobil, Cemex o Brandes. Los 

peticionantes solicitaron que el Tribunal declare la inconstitucionalidad de la Ley de Inversiones, y 

en particular su Artículo 22, con el fundamento de que dicha ley permitía a los individuos someter 

controversias que constituían asuntos esencialmente de orden público a órganos de arbitraje 

internacional. En una presentación ante el Tribunal Supremo, el Procurador General de Venezuela 

afirmó lo siguiente: 

                                                      
126 Apéndice LAC-16, Archivo de la Corte, Expediente No. 00-1348 en p. 193-194.  
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“De la expresión concatenada de los artículos constitucionales parcialmente 
transcritos se evidencia que el arbitraje está admitido en nuestra legislación 
nacional como un medio alternativo de justicia, al prever el citado Decreto Ley [la 
Ley de Inversiones] al arbitraje – nacional o internacional – como un modo de 
solución de controversias que se susciten, ya sea por la aplicación de los tratados 
de promoción y protección recíprocas de inversiones o del mismo Decreto, no está 
colidiendo con nuestra Carta Magna, dado que los artículos precitados, como se 
afirmó, admiten el arbitraje como forma de solución de controversias. 

Tampoco podría considerarse que dicha normativa viola el artículo 301 de la 
Constitución, pues si bien el artículo 22 del Decreto que se impugna, hace 
referencia como primer supuesto para la procedencia del arbitraje, a ‘las 
controversias que surjan entre un inversionista internacional’, posteriormente se 
alude a todas las controversias respecto de las cuales sean aplicables las 
disposiciones de Convenios Internacionales suscritos por la República’, que 
evidentemente forman parte del derecho vigente en nuestro país, por lo que el 
arbitraje sería aplicable a las inversiones nacionales en el extranjero, si así está 
previsto en el Tratado respectivo. Además, en la parte in fine del referido artículo, 
se establece la posibilidad de hacer uso de las vías contenciosas contempladas en 
la legislación venezolana vigente. 

133. El Tribunal advierte que las presentaciones del Procurador General de la Demandada en el caso 

Fermín Toro se encuentran expresadas en términos que repiten ampliamente el texto del Artículo 

22. Por este motivo, el Tribunal considera que este material deja abiertos el significado y el efecto 

del Artículo 22 respecto del CIADI, y no puede respaldar la conclusión de la Demandante de que 

la Demandada consideró que el Artículo 22 contenía su consentimiento al arbitraje del CIADI 

respecto de las controversias que surgieran en el marco de la Ley de Inversiones. Asimismo, en 

aquel caso, las peticionantes fracasaron por falta de legitimidad y no existió ninguna conclusión 

del Tribunal Supremo respecto del significado del Artículo 22. En consecuencia, el Tribunal 

concluye que este material carece de un peso o efecto significativo respecto de la intención de 

Venezuela en cuanto al consentimiento de someterse al CIADI.  

(iv) Registro de pruebas 

134. En el transcurso de este procedimiento, la Demandante ha realizado solicitudes específicas de 

documentos. En particular, la Demandante solicitó que la Demandada produjera una serie de 

documentos, entre los que se encuentran: el contrato entre Gonzalo Capriles y el Gobierno de 

Venezuela respecto de su trabajo relacionado con la Ley de Inversiones; la correspondencia o 

memorandos entre Gonzalo Capriles y el gobierno de Venezuela relativos al proyecto de la Ley de 

Inversiones; los archivos del Consejo de Ministros, incluidos los documentos, actas de reunión e 

informes de y para el Gabinete que recogen las deliberaciones de la Ley de Inversiones o los 
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proyectos de ley en las reuniones del “Gabinete Económico”, celebradas durante la última semana 

de agosto de 1999; y documentos del Consejo de Ministros relacionados con asuntos similares127.

135. La Demandada rechazó estas solicitudes, que se convirtieron en el objeto de la Orden Procesal N° 

1 del 19 de septiembre de 2011. Mediante esta Orden, el Tribunal observó que la Demandada 

afirmó que los documentos solicitados no se encontraban en su posesión, custodia o control, y 

ordenó que la Demandada produzca los documentos objeto de las solicitudes o que la Demandada 

presente una declaración por escrito confirmando que, después de una búsqueda cabal y cuidadosa 

de los documentos que son objeto de cada solicitud, se ha averiguado que los documentos no están 

en su posesión, custodia o control. El Tribunal también ofreció a la Demandada la posibilidad de 

presentar escritos en soporte a su contención de privilegio, en la medida en que fueran necesarios. 

En respuesta a la Orden Procesal N° 1, la Demandada afirmó que tras una búsqueda cabal y 

cuidadosa, no encontró ninguno de los documentos solicitados y que cualquier cuestión de 

privilegio carecía de materia128. Posteriormente, la Demandante sostuvo que la falta de entrega por 

parte de la Demandada de los documentos solicitados debía llevar al Tribunal a realizar inferencias 

adversas para la Demandada en relación con los asuntos que se tratarían en los documentos 

solicitados. 

136. En mayo de 2012, ocho meses después de que la Demandante presentara por primera vez una 

solicitud de producción de documentos, la Demandada presentó el Apéndice R-51 y el Apéndice 

R-52. Estos apéndices contienen intercambios de correspondencia entre Gladys María Gutiérrez 

Alvarado (la entonces Procuradora General de Venezuela) y el Sr. Capriles durante agosto de 2009. 

También hacen referencia a otros documentos que, en opinión del Tribunal, posiblemente 

estuvieran en posesión de la Demandada y que eran objeto de la Orden Procesal N° 1, incluido el 

acuerdo del Sr. Capriles para brindar asesoramiento, así como también los primeros borradores de 

la Ley de Inversiones. 

137. En el transcurso de la audiencia, se presentaron pruebas adicionales respecto de la existencia de los 

documentos solicitados que la Demandada no había entregado.  

138. El Tribunal le preguntó al Sr. Corrales si el Gobierno de Venezuela mantenía un dossier 

administrativo en relación con la Ley de Inversiones, a lo que respondió: “No he visto, pero sé que 

la práctica es antes de la aprobación final, luego de haber sido considerado por el Consejo de 

Ministros y aun antes de que el Consejo de Ministros lo considere, pero de todas maneras antes de 

                                                      
127 Primera Petición de la Demandante para que la parte Demandada entregue documentos, de fecha 22 de agosto de 
2011. 
128 Respuesta de la Demandada a la Orden Procesal No. 1 sobre producción de documentos, de fecha 27 de septiembre 
de 2011. 
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publicarlo en la Gaceta Oficial, toda decisión debe ir primero a la Procuraduría General de la 

República“129. Cuando fue interrogado por el Tribunal respecto de si los términos de referencia y 

el contrato de trabajo del Sr. Capriles formaban parte de un dossier administrativo, el Sr. Corrales 

manifestó: 

“Sí, también es necesario que CORDIPLAN tenga un contrato y si las prácticas 
que existían cuando yo era Ministro de CORDIPLAN siguen, y eso es lo habitual, 
debe existir un contrato que contenga los Términos de Referencia para la 
contratación de Gonzalo Capriles en CORDIPLAN y debe haber también una 
copia de ese contrato con los Términos de Referencia en la Procuraduría General 
de la República. De eso estoy seguro“130.

139. El Tribunal interrogó al testigo de la Demandante, el Sr. Brewer-Carías, profesor de derecho 

administrativo, acerca de las prácticas administrativas del Gobierno de Venezuela y su uso de 

dossiers. El Sr. Brewer-Carías expresó: 

“El principio general en Venezuela, que está establecido en la ley procesal y 
también de administración pública, dispone un procedimiento escrito. 

Entonces la formación obligatoria del expediente es necesaria en cada uno de los 
casos, no sólo una solicitud de un individuo ante la administración pública, el 
Gobierno público, sino también por iniciativa de estos funcionarios públicos. De 
manera que el expediente siempre debe estar abierto y debe mantenerse durante 
todo el procedimiento y hasta el final mismo del procedimiento. Y en ese 
expediente se deben incorporar todos los documentos. Este es el principio general. 
Tienen que mantener todo junto por escrito, y por lo general tiene que estar 
numerado. Ese es el principio general, como lo es en todos los países de derecho 
administrativo en América Latina. 

En referencia específica a la sanción de la ley o de una ley, de un decreto-ley en 
realidad, como es el caso de la Ley de Inversiones, en el Consejo de Ministros la 
iniciativa o la propuesta se entrega al Ministro del sector. Esta es la manera 
normal. Entonces el Ministro debe preparar el documento escrito, y este 
documento debe tener la exposición de motivos para la propuesta. Y el texto de la 
ley debe presentarse al Presidente para que luego se presente para la consideración 
del Consejo de Ministros o el Gabinete Económico. 

Desde el comienzo mismo se trata de un documento escrito. Y en este proceso esa 
persona que es responsable del proyecto, debe mantener todos estos expedientes, 
el dossier, la carpeta del expediente. No sólo la propuesta sino todos los otros 
puntos escritos en relación con ese decreto, ley, reglamento. Se aplica a todos 
estos procedimientos normativos, comenzando con la ley facultativa del Ejecutivo 
para sancionar una ley. 

Esto por lo general queda en manos del funcionario público, que es responsable de 
ese Ministerio, de ese sector a cargo del proyecto o de otro funcionario público a 
cargo. Y esto se envía al Consejo de Ministros y a todos los ministros. Entonces 

                                                      
129 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 264:7-13. 
130 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 265:8-15. 
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todos los ministros tienen los mismos documentos, y cuando se aprueba la ley, 
queda aprobada en un documento escrito ante todos estos ministros“131.

140. Luego, el Tribunal interrogó al Sr. Brewer-Carías respecto de la ubicación del dossier relativo a la 

Ley de Inversiones y al empleo del Sr. Capriles: 

“…usted tendría dos dossier: uno tiene que ver con la contratación de la persona 
para prestar un servicio. El aspecto administrativo del contrato sería un dossier. 
Pero el contenido de su tarea iría al dossier principal, a la carpeta principal. 

…

[T]odos los informes preliminares sobre todos los documentos. Y en un caso como 
es la aprobación de una ley por el Consejo de Ministros, esto quedará dentro de la 
Secretaría del Consejo de Ministros. Esta Secretaría es el punto de recepción final 
de este expediente“132.

141. Al Sr. Brewer-Carías se le preguntó qué ocurre si se pierde un dossier y debe ser reconstruido: 

“Es posible reconstruirlo, porque todos estos documentos tienen un origen. Se 
pueden originar en CORDIPLAN, en la Procuraduría General de la República o en 
la oficina -- o en el despacho del ministro de Comercio. Y luego puede 
reconstruirlo porque todos estos documentos están por todas partes. 

…si se ha perdido el dossier. Alguien lo tiene que pedir. Y es el Ministro y los 
funcionarios públicos los que tienen la autoridad para obtener todos los 
documentos de los diferentes entes administrativos“.133

142. El Tribunal prosiguió a preguntar al abogado de la Demandada en relación con los esfuerzos de la 

Demandada por localizar los documentos solicitados por la Demandante. A continuación, se 

transcribe el intercambio del Tribunal con el abogado de la Demandante: 

“COÁRBITRO TAWIL: Yo quisiera, señor Kahale, que usted vea la pieza 
probatoria suya R51. Son los intercambios con el señor Capriles. La última carta 
que encuentro es una carta del señor Capriles del 8 de septiembre 2009. Yo no sé 
si hubo algo posterior. 

SR. KAHALE: Que yo haya visto, no. 

COÁRBITRO TAWIL: Al final, él dice: “De todas maneras y en base a las 
disposiciones del artículo 23 de la Ley Orgánica del procurador General, he 
ordenado una revisión de todos los documentos que tengo de esa época, tanto en 
papel o en formato electrónico y le informaré del resultado de esta revisión tan 
pronto sea posible”. 

¿Hubo algo posterior a esto? Esto data del 2009. 

                                                      
131 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 2, 381:16-383:19. 
132 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 2, 384:10-385:3. 
133 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 2, 385:8-386:1. 
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SR. KAHALE: No que yo sepa, y tampoco ha habido más búsqueda ni 
correspondencia de la cual yo esté en conocimiento con el señor Capriles cuando 
hicimos esto para el caso Mobil. En este caso no lo hicimos. 

COÁRBITRO TAWIL: Y usted dijo que tuvo llamadas telefónicas con él. 

SR. KAHALE: Sí, pero eso fue en esa época. 

COÁRBITRO TAWIL: Fue en esa época. Ah, en el 2009. 

SR. KAHALE: En el 2009, sí. Justamente en la misma época en que esas cartas, 
fue contactado en primera instancia para tener alguna idea. 

COÁRBITRO TAWIL: ¿En este caso Venezuela no trató de ubicar al señor 
Corrales o el señor Capriles? 

SR. KAHALE: Él nos dijo que tenía un conflicto, y el señor Corrales apareció. 

COÁRBITRO TAWIL: Pero, ¿y los documentos? 

SR. KAHALE: Sí, lo hicimos, pero no nos suministró documentos. 

COÁRBITRO TAWIL: Pero lo hicieron en 2009. 

SR. KAHALE: No nos remitimos nuevamente a él en este caso para pedirle los 
documentos. 

SR. KAHALE: Y aparentemente el señor Corrales también trató de ubicarlo pero 
no lo logró. Por lo menos creo que eso es lo que él dijo. O no sé si es el señor 
Corrales o el profesor Brewer quienes dijeron eso.  

PRESIDENTE JONES: Yo quisiera preguntarle si nos puede asistir en cuanto a la 
posición al derecho en Venezuela de un cliente de tener acceso a expedientes que 
pueda tener un abogado que ha sido contratado por ese cliente. 

SR. KAHALE: Yo no soy experto en ese tema, señor presidente, pero a mi 
entender teníamos el derecho de obtener esos expedientes. No nos complace el 
hecho de que se nos haya contestado de esa manera, ¿pero qué podemos hacerle? 
La política en Venezuela, como  ustedes saben, no es nada sencillo, y lo último 
que quiere hacer el Gobierno es hacer cualquier cosa. Usted ha visto la actitud del 
señor Corrales. Entonces, lo último que quieren hacer es hacer algo que pueda dar 
la impresión de que tienen mano dura de alguna manera. 

PRESIDENTE JONES: Yo quiero compartir con usted mi experiencia personal de 
actuar para un Gobierno, y es que los gobiernos son bastante astutos para 
asegurarse e insistir en las cláusulas de que los gobiernos en cuanto a expedientes 
que tienen aquellos que actúan a nombre del Gobierno e insistir en la presentación 
de documentos que tengan abogados y consultores contratados por el Gobierno no 
sería desde mi punto de vista poco usual o mano dura. 

SR. KAHALE: Sí, entiendo eso, señor presidente. Creo que aquí contra el señor 
Capriles, y creo que Exxon lo hubiera malentendido, utilizado en el caso de Exxon 
en contra de nosotros. La decisión fue tomada de no entablar un caso jurídico, por 
esos motivos. 
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Pero no me conciernen esas discusiones. Esto es una especulación por parte mía, 
debo admitir. A mi entender como ex cliente tenemos derecho a tener acceso a 
esos documentos pero no nos los dieron. 

COÁRBITRO TAWIL: Perdón, no entendí. ¿Eso es una especulación o esto es 
algo que ustedes saben de hecho de que ellos estaban por entablar un juicio en el 
caso del señor Capriles? 

SR. KAHALE: No, yo no dije que estaban por iniciar procedimientos legales. Dije 
que la opción podría haber sido entablar un procedimiento jurídico. 

SR. KAHALE: Obviamente eso no ha sucedido. 

PRESIDENTE JONES: Yo quisiera nuevamente añadir desde el punto de vista de 
mi experiencia que el suministro por parte de un abogado de los expedientes que 
tienen a favor de un cliente, especialmente un cliente que sea un gobierno, 
normalmente no significa  entablar un juicio sino una exigencia o una solicitud. 

SR. KAHALE: Esa solicitud la hicimos varias veces, señor presidente. 

PRESIDENTE JONES: ¿Tenemos material que lo establece? 

SR. KAHALE: Son esas cartas formales del procurador al señor Capriles. 

PRESIDENTE JONES: Creo que mi colega ha señalado que existe silencio 
después de un emprendimiento por parte del señor Capriles de iniciar una 
investigación o una búsqueda. No hay una denegación de suministrar el material 
según lo que tenemos ante nosotros. 

SR. KAHALE: A mi entender no hemos tenido ni respuesta ni más 
correspondencia. Y a nosotros se nos hizo pensar de que no había manera que 
íbamos a obtener la cooperación del señor Capriles de ninguna manera debido al 
conflicto de la empresa donde él trabaja. Es lo único que le puedo decir“134.

143. Durante la audiencia, el abogado de la Demandada confirmó que las Demandantes no realizaron 

ninguna solicitud de documentos en los casos Conoco o Mobil135.

144. El Tribunal observó que la Demandada no presentó documentos contemporáneos en respuesta a las 

solicitudes hechas por la Demandante. En base a las pruebas presentadas ante el Tribunal respecto 

del proceso de toma de decisiones administrativas en Venezuela, el Tribunal concluye que sería 

muy sorprendente si los archivos y documentos solicitados por la Demandante no hubieran 

existido al momento de la promulgación de la Ley de Inversiones. A falta de una explicación más 

detallada que la provista por la Demandada, el Tribunal considera probable que dichos archivos y 

documentos existan en la actualidad, en una forma que permita su descubrimiento y presentación o 

                                                      
134  Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 3, 586:1-591:16. El Tribunal es consciente de ciertos 
desaciertos en la traducción al español de la transcripción. No obstante, dado que no se trata de errores materiales y en 
interés de la eficiencia del procedimiento, el Tribunal se ha basado en la traducción acordada por las Partes.  
135 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 3,720:3-6. 
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que, en su defecto, puedan ser objeto de reclamos de privilegio (que el Tribunal se habría 

encontrado en posición de abordar).  

145. La Demandada ha ofrecido correspondencia relacionada con los archivos del Sr. Capriles. No 

obstante, ello sólo plantea el interrogante de por qué la Demandada no pudo obtener dichos 

archivos, o de por qué el material que era probable que el Sr. Capriles hubiera entregado a la 

Procuraduría General (en el curso de la preparación de la Ley de Inversiones) no fue entregado. El 

Tribunal considera que las explicaciones brindadas por el abogado de la Demandada respecto de la 

falta de seguimiento por parte de Venezuela de la presentación de los archivos del Sr. Capriles son 

muy poco convincentes. En estas circunstancias, el Tribunal considera que puede sacar ciertas 

conclusiones respecto de la falta de presentación de los documentos solicitados (así como de la 

ausencia de reclamo de privilegio sobre dichos documentos), a saber, que los documentos 

contemporáneos solicitados relativos a la preparación de la ley de inversiones (y que 

probablemente se encuentran en poder de la Demandada) no respaldan los argumentos expuestos 

por la Demandada en el presente proceso.  

146. No obstante, el Tribunal por mayoría considera que dichas conclusiones no son suficientes para 

constituir las pruebas directas que serían necesarias para establecer tal intención a la luz de las 

ambigüedades que presenta la Ley de Inversiones. La mayoría del Tribunal opina que las 

conclusiones aisladas, a falta de pruebas directas, resultan insuficientes para establecer que el 

Artículo 22 refleja una intención por parte de Venezuela de prestar consentimiento a la jurisdicción 

del CIADI, tal como requiere el Artículo 25 del Convenio del CIADI.

(b) Categoría dos – Pruebas comunes  

(i) Pruebas relacionadas con la preparación y la sanción de la 
Ley de Inversiones 

147. El Sr. Corrales ofreció pruebas relacionadas con el proceso de preparación de la Ley de 

Inversiones. Aunque su declaración testimonial no se encontraba a disposición de los tribunales en 

los casos Mobil, Cemex o Brandes, un número limitado de documentos contemporáneos se 

encontraba a disposición de dichos tribunales. Estos documentos comprendían dos artículos, uno 

de los cuales fue preparado durante la redacción de la Ley de Inversiones, mientras que el segundo 

fue preparado unos meses después de que se sancionara la Ley de Inversiones, que reflejaban los 

comentarios del Sr. Corrales acerca de los principios sobre los que se basa la Ley de Inversiones136.

148. Los tribunales en los casos Mobil y Cemex concluyeron que estos documentos no manifiestan 

expresamente que los redactores del Artículo 22 tuvieran la intención de prestar consentimiento al 
                                                      
136 Primera Declaración Testimonial de Corrales, [18]-[20]. 
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arbitraje del CIADI cuando no hubiera un TBI137. En el caso Brandes, el tribunal concluyó que no 

era necesario determinar la importancia de estas publicaciones, dado que “La opinión del Sr. 

Corrales no puede servir de base para concluir que el Artículo 22 de la [Ley de Inversiones] 

contiene el consentimiento de la República Bolivariana de Venezuela de someterse al arbitraje del 

CIADI” [traducción del Tribunal]138.

149. Nada de lo contenido en estos documentos es necesariamente incongruente con la intención de la 

Demandada de someter aquellas controversias surgidas entre los inversionistas y la Demandada en 

virtud de la Ley de Inversiones al arbitraje del CIADI. El Tribunal considera que aunque estos 

documentos considerados en forma conjunta no establecen por sí mismos dicha intención, son 

coherentes con las pruebas brindadas por el Sr. Corrales, y las respaldan, relativas a la explicación 

que dio al Gabinete Económico y al Consejo de Ministros respecto de la intención de los 

redactores de la Ley de Inversiones de brindar una opción a los inversionistas de someter a 

arbitraje aquellas controversias surgidas entre los inversionistas y el Estado en el marco de la Ley 

de Inversiones.  

150. Como se mencionó anteriormente en el párrafo 102, los otros documentos contemporáneos 

relevantes respecto de la intención de Venezuela al momento de sancionarse la Ley de Inversiones 

eran los numerosos tratados bilaterales de inversión celebrados entre Venezuela y otros estados. 

Cada uno de dichos tratados contenía el consentimiento expreso de la Demandada de someter las 

controversias surgidas en el marco de dichos tratados al arbitraje del CIADI139.

151. El Tribunal observa que los términos del Artículo 22 de la Ley de Inversiones difieren 

considerablemente de los términos en virtud de los cuales Venezuela acuerda someterse al arbitraje 

del CIADI en dichos tratados bilaterales de inversión. Los tribunales en los casos Mobil y Cemex

concluyeron que si Venezuela hubiera tenido la intención de prestar su consentimiento al arbitraje 

del CIADI en el Artículo 22 “habría sido fácil para los redactores del Artículo 22 expresar dicha 

intención claramente utilizando una de esas fórmulas bien conocidas” [traducción del Tribunal]140.

El tribunal en el caso Brandes arribó a una conclusión similar, cuando “observa que cada uno de 

[los] tratados contiene un sometimiento a la jurisdicción del CIADI expresado de una manera 

similar y en un lenguaje claro y preciso” [traducción del Tribunal]141.

                                                      
137 Mobil [136] y Cemex [132]. 
138 Brandes [103]. 
139 Véase también [86]-[90]. 
140 Mobil [139]. Se arribó a una conclusión similar en Cemex [137]. 
141 Brandes [94]. 
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152. Durante la audiencia, el Sr. Corrales fue interrogado acerca de los tratados bilaterales de inversión 

celebrados por Venezuela y de las leyes de otros países que establecían la jurisdicción del CIADI 

en términos claros. Su declaración no establece inequívocamente que el Sr. Capriles tenía los 

términos de estos tratados bilaterales de inversión a su disposición (por ejemplo, entre los 

materiales que el Sr. Corrales tuvo a la vista durante sus reuniones con el Sr. Capriles), o que tenía 

ejemplos de las leyes nacionales de otros estados que contemplaban la jurisdicción del CIADI en 

términos claros. El Sr. Corrales manifestó que los borradores iniciales del Artículo 22 eran 

demasiado extensos y que debían simplificarse. En su opinión, el Artículo 22 abordaba 

conjuntamente el arbitraje internacional en virtud de los tratados bilaterales de inversión, el 

arbitraje internacional en virtud del OMGI-MIGA142 y el arbitraje ante el CIADI. Por este motivo, 

el Sr. Corrales afirma que el Artículo 22 se había redactado para regular la resolución de 

controversias surgidas en tres circunstancias distintas, pero no seguía la redacción clara a favor del 

arbitraje ante el CIADI como aquella contenida en los tratados bilaterales de inversión de la 

Demandada.  

153. El Tribunal ha considerado esta explicación, que bien podría explicar por qué el Sr. Corrales se vio 

satisfecho con el enfoque del Artículo 22. No obstante, y sin perjuicio de dicha explicación, el 

Tribunal debe tener en cuenta la existencia de dichos tratados bilaterales de inversión, que se 

encontraban disponibles en el momento en que los Sres. Corrales y Capriles efectuaron la 

redacción y que proporcionaban ejemplos del lenguaje empleado para establecer el consentimiento 

al arbitraje ante el CIADI en términos claros. El Sr. Corrales confirmó que el Sr. Capriles era un 

especialista en derecho económico internacional, incluido el derecho internacional relativo a 

inversiones143. Como tal, el Tribunal considera que debe asumirse que se encuentra familiarizado 

con las disposiciones de los tratados bilaterales de inversión de Venezuela, en particular con 

aquellas disposiciones relativas al otorgamiento del consentimiento.  

154. El Sr. Corrales admitió que si hubiera sabido entonces lo que sabe ahora, la redacción del Artículo 

habría sido diferente: 

“Lo que yo diría y lo repito es que de haber sabido lo que le ha sucedido a mi país 
en los últimos seis a siete años, yo hubiera sido más claro. Pero esto se hizo en 
1999“144.

                                                      
142 El Tribunal observa que el Capítulo IX Resolución de Controversias (Artículos 56-58) del Convenio constitutivo del 
OMGI-MIGA no prevé el arbitraje en el caso de un inversionista (o un particular equivalente) contra un Estado. Su 
inclusión en la Ley de Inversiones parece originarse en una confusión que indica que los redactores de la ley podrían no 
haber estado del todo familiarizados con los requisitos del Convenio OMGI-MIGA. 
143 Primera Declaración Testimonial del Sr. Corrales [11]. 
144 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 258:21-259:2. 
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155. El Tribunal considera que la incongruencia evidente entre el acuerdo a someterse al arbitraje del 

CIADI en los tratados bilaterales de inversión celebrados por Venezuela, por un lado, y la 

redacción del Artículo 22, por el otro, es significativa. Incluso si el Tribunal aceptara la 

declaración del Sr. Corrales de que su intención fue que el Artículo 22 previera el consentimiento 

expreso a someter al arbitraje del CIADI las controversias surgidas en el marco de la Ley de 

Inversiones, la mayoría del Tribunal reconoce que debe trazarse una distinción entre la intención 

del Sr. Corrales (y posiblemente del Sr. Capriles) y la de Venezuela. La diferencia sustancial entre 

la redacción del Artículo 22 y la de los tratados bilaterales de inversión es un factor importante que 

debe tener en cuenta el Tribunal al evaluar las pruebas respecto de la intención de Venezuela. 

156. Por su parte, la Demandada alega que ha existido una “hostilidad tradicional contra el 

arbitraje“ por parte de Venezuela y su comunidad legal, que se sostiene aun más vehementemente 

en relación con controversias en las que el Estado es parte, y que esto es irreconciliable con la 

interpretación de la Demandante del Artículo 22145. La Demandada remite al Tribunal a una serie 

de declaraciones políticas que, en su opinión, demuestran la “actitud cautelosa y restrictiva“ de 

Venezuela respecto del arbitraje146. Estas declaraciones incluyen una opinión oficial emitida por el 

Procurador General de Venezuela en diciembre de 1999, en la que concluye que “la inclusión de 

una cláusula expresa por parte del Estado venezolano en la que renuncie al privilegio de 

inmunidad jurisdiccional en los contratos de deuda pública es contraria a la Constitución de la 

República” [traducción del Tribunal]147.

157. La Demandante, por otro lado, alega que ha habido una “tendencia pro-arbitraje“ en el sistema 

legal venezolano148 . Expresa que el Artículo 258 de la Constitución venezolana garantiza el 

arbitraje como derecho fundamental e impone a todos los órganos del Estado el deber de promover 

el arbitraje como método oficial de resolución de controversias149. La Demandante sostiene que las 

declaraciones en las que se funda la Demandada han sido tomadas fuera de contexto y que, cuando 

se las considera dentro de todo su contexto, demuestran una evolución de Venezuela y de su 

legislación a favor del arbitraje150.

158. El Tribunal ha examinado cuidadosamente las pruebas presentadas por las partes. Resulta evidente 

del análisis de este material que Venezuela se ha mostrado reticente en el pasado respecto del 
                                                      
145 Memorial de la Demandada [24]-[25]. 
146 Memorial de la Demandada [26]. 
147 Apéndice EU-21, Opinión de Jesús Petit Da Costa, Procurador General, a Luis Raúl Matos Azocar, Ministro de 
Hacienda, de fecha 19 de diciembre de 1996, p. 11. 
148 Memorial de Contestación de la Demandante [141]-[154]. 
149 Memorial de Contestación de la Demandante [142]-[143]. 
150 Memorial de Contestación de la Demandante [145]-[149]. 
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arbitraje internacional como método de resolución de controversias. Esto resulta claro de la 

declaración del Profesor Morles, un jurista venezolano, en un seminario convocado por la 

Academia de Ciencias Políticas y Sociales en Caracas, en 2005, en el que se fundamentan ambas 

Partes. Sin embargo, el Profesor Morles explica que esta actitud ha evolucionado y que la “cultura 

hostil al arbitraje en general… ha venido dando paso a una nueva situación, favorecida en lo 

internacional por el tratamiento igualitario entre las naciones y por la acción de organismos 

internacionales como UNCITRAL“ 151 . El Tribunal no considera que los argumentos de la 

Demandada relativos a los comentarios del Procurador General puedan ser decisivos respecto de la 

actitud de Venezuela en relación con el arbitraje internacional y las implicancias de esta actitud al 

interpretar el Artículo 22. El Tribunal también observa que los tribunales en los casos Mobil y 

Cemex consideraron que la hostilidad tradicional hacia el arbitraje había menguado en Venezuela 

durante la década de los noventa, dando lugar a una actitud más positiva. No obstante, dichos 

tribunales concluyeron que no podían inferir de esta evolución general que la intención de 

Venezuela había sido la de someterse al arbitraje del CIADI en los términos del Artículo 22, en 

ausencia de un tratado bilateral de inversión152.

159. El tribunal concluye que las pruebas ofrecidas por las Partes en relación con esta cuestión no 

resultan decisivas en ningún sentido. Las pruebas no permiten concluir que el Presidente Chávez y 

el Consejo de Ministros no habrían aceptado el consejo del Sr. Corrales de que la Ley de 

Inversiones debía incluir un consentimiento general y unilateral al arbitraje del CIADI. Sin 

embargo, del mismo modo, tampoco ayudan a la Demandante a establecer que Venezuela tuvo la 

intención de prestar su consentimiento al arbitraje del CIADI.  

(ii) Pruebas posteriores a la sanción de la Ley de Inversiones 

160. Este material se divide en 2 categorías. La primera comprende el material procedente de la 

Demandada y la segunda comprende los discursos y las alocuciones del Sr. Corrales y otros, varios 

años después de la sanción de la Ley de Inversiones. 

161. En lo que respecta a la primera categoría, el material procedente del Gobierno de Venezuela, la 

relevancia de este material es la de establecer ex post facto si es probable que la intención de la 

Demandada mediante el Artículo 22 haya sido someterse a la jurisdicción del CIADI. Este material 

                                                      
151  Apéndice EU-19, Alfredo Morles Hernández, Presentación, en Arbitraje Comercial Interno e Internacional: 
Reflexiones Teóricas y Experiencias Prácticas (I. de Valera ed., Academia de Ciencias Políticas y Sociales 2005), página 
12. 
152 Mobil [131] y Cemex [126]. 
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consiste en lo que la Demandante denomina “material promocional“153 emitido por Venezuela 

cerca del momento en que fue sancionada la Ley de Inversiones, que incluye:  

Un boletín informativo emitido por el Consejo Nacional de Promoción de 
Inversiones, el cual observaba que la Ley de Inversiones establece el 
“recurso al arbitraje internacional ‘sin que Venezuela tenga que renunciar 
a su soberanía’”154 [traducción del Tribunal]; 

Una declaración del Director General de Cordiplan, Fernando Hernández, 
de que se mantuvo el arbitraje internacional en la Ley de Inversiones 
como una opción para los inversionistas extranjeros155;

Una publicación de la Ley de Inversiones en la edición 2000 de las Leyes 
de Inversiones del Mundo156; y 

Un comunicado de prensa emitido por la Embajada de Venezuela en los 
Estados Unidos en 2001 titulado “Venezuela mejor país para el arbitraje 
internacional“157.

162. El Tribunal no considera que este nivel de “promoción” de la Ley de Inversiones sea significativo 

y sostiene que nada en este material hace referencia expresa al consentimiento de Venezuela al 

arbitraje del CIADI. Esto resulta coherente con la conclusión del tribunal en el caso Brandes158. El 

Tribunal no puede inferir del material presentado por la Demandante que Venezuela estaba 

publicitando la Ley de Inversiones e intentando atraer inversionistas extranjeros sobre la base de 

que la Ley contenía un consentimiento general al arbitraje del CIADI.  

163. El Tribunal concuerda con las presentaciones de la Demandada en que la ausencia de una 

promoción significativa de la Ley de Inversiones por parte del Gobierno de Venezuela indica que 

el Gobierno no hizo demasiado hincapié en las disposiciones del Artículo 22. El hecho de que 

dicho material promocional no difundiera ningún otorgamiento de un consentimiento general a la 

jurisdicción del CIADI no respalda el argumento de la Demandante de que hubo una intención de 

otorgar consentimiento a la jurisdicción del CIADI.  

164. En lo que respecta a la segunda categoría de material - discursos y declaraciones posteriores del Sr. 

Corrales - el Tribunal cree que, dada su opinión acerca de la declaración del Sr. Corrales referida 

                                                      
153 Memorial de Contestación de la Demandante [63]. 
154 Apéndice C-18, “Ley de Promoción de Inversiones aprobada por el Gabinete”, en CONAPRI, Invest Venezuela TIPS 
N° 12 (20 de septiembre de 1999), p. 2. 
155 Memorial de Contestación de la Demandante [66]. 
156 Apéndice LAC-21, CIADI, Publicación del Decreto de 3 de octubre de 1999 con rango y fuerza de ley No. 356 sobre 
Promoción y Protección de Inversiones en Investment Laws of the World, (marzo de 2000). 
157 Memorial de Contestación de la Demandante [67]. 
158 Brandes [100]. 
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en el párrafo 112 precedente y su aceptación de dicha declaración, la relevancia de lo que se 

expresó en seminarios diez años después del suceso es marginal. La Demandada presentó material 

relacionado con el silencio del Sr. Corrales con anterioridad a los discursos que brindó y el 

contexto de sus discursos para cuestionar la credibilidad del Sr. Corrales. El Tribunal considera 

que si bien el paso del tiempo puede no tener ese efecto, el hecho de que sus opiniones no fueron 

expresadas sino hasta mucho después de aprobarse la Ley de Inversiones, y sólo en el contexto de 

un proceso judicial, tendería a disminuir el peso de dichas opiniones. Pese a que en los casos Mobil

y Cemex los tribunales consideraron que esta prueba no se encontraba respaldada por documentos 

escritos contemporáneos, también consideraron relevante que las Demandantes en cada caso no 

citaran al Sr. Corrales como testigo159. Esta es una diferencia importante con el presente caso, 

aunque el Tribunal no advierte una diferencia notable entre las declaraciones del Sr. Corrales 

realizadas en el seminario – que fueron presentadas ante tribunales anteriores – y aquellas 

expresadas en el presente caso. El hecho de que sus declaraciones hayan sido comprobadas es 

evidentemente significativo, pero no puede resultar decisivo en circunstancias en las que el 

Tribunal ha trazado una distinción entre la intención del Sr. Corrales y la de Venezuela.   

C. LAS CONCLUSIONES DEL TRIBUNAL

165. En el párrafo 107 precedente, el Tribunal concluyó que no es posible inferir que el texto del 

Artículo 22 de la Ley de Inversiones indica una intención por parte de Venezuela de otorgar su 

consentimiento al arbitraje del CIADI para controversias relativas a inversiones contempladas en 

la Ley de Inversiones. El significado liso y llano del Artículo 22 es ambiguo. A la luz de esta 

conclusión, el Tribunal ha tenido en cuenta las pruebas presentadas por las Partes para determinar 

si dichas pruebas establecen con suficiente claridad que la intención de Venezuela fue la de prestar 

su consentimiento al arbitraje del CIADI cuando sancionó el Artículo 22.  

166. El Tribunal se encuentra satisfecho con las pruebas que demuestran que los Sres. Corrales y 

Capriles contribuyeron a la preparación de la Ley de Inversiones. También se encuentra satisfecho 

con el hecho de que el Artículo 22, tal como aparece en la Ley de Inversiones, aparecía en el 

borrador que ellos prepararon y sometieron a consideración del Gabinete Económico y del Consejo 

de Ministros del Estado de Venezuela. En base a las pruebas presentadas, el Tribunal concluye que 

la intención del Sr. Corrales fue que el Artículo 22 de la Ley de Inversiones constituyera un 

consentimiento del Estado de Venezuela a la jurisdicción del CIADI respecto de las controversias 

planteadas por inversionistas contra Venezuela y que estaban sujetas a la Ley de Inversiones.  

                                                      
159 Mobil [137]-[138] y Cemex [131]-[135]. 
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167. Sin embargo, estas conclusiones no resuelven el problema. Existen otras dos cuestiones clave que 

deben considerarse. La primera es si la intención relevante del legislador ha sido establecida como 

cuestión de hecho, y en ese caso, la segunda es si puede afirmarse que dicha intención expresa el 

consentimiento por parte de Venezuela al arbitraje del CIADI respecto de las controversias 

surgidas en el marco de la Ley de Inversiones. 

168. En opinión del Tribunal, un elemento clave al indagar sobre la intención de Venezuela al sancionar 

el Artículo 22 de la Ley de Inversiones, en lo que respecta al consentimiento a la jurisdicción del 

CIADI, es la intención del legislador. A fin de determinar si hubo consentimiento, el Tribunal 

considera que las pruebas de la intención del Consejo de Ministros y del Gabinete Económico son 

relevantes respecto de la intención de Venezuela160. La intención de los redactores de la Ley de 

Inversiones, y en particular del Artículo 22, resulta relevante en cuanto a que dieron a conocer al 

Gabinete Económico y al Consejo de Ministros el efecto que quisieron darle al Artículo 22, a saber, 

que constituyera el consentimiento a la jurisdicción del CIADI requerido por el Artículo 25 del 

Convenio del CIADI. 

169. Las pruebas de lo que ocurrió en las reuniones del Gabinete Económico y el Consejo de Ministros 

en las que se consideró y aprobó la Ley de Inversiones resultan fundamentales para que el Tribunal 

determine si dicha intención se transmitió y aceptó por ambos órganos. Tal como se expuso 

anteriormente, el Tribunal acepta las pruebas del Sr. Corrales. Lo que el Tribunal ha tenido que 

resolver es si tales pruebas establecen satisfactoriamente que la intención del Sr. Corrales (y 

también del Sr. Capriles) de que el Artículo 22 constituyera un consentimiento a la jurisdicción del 

CIADI fue transmitida al Gabinete Económico y al Consejo de Ministros, si fue aceptada por estos 

órganos, y si luego se actuó en consecuencia.  

170. El Tribunal por mayoría no considera que las pruebas directas presentadas establezcan con 

suficiente certeza que la intención de los Sres. Corrales y Capriles de que el Artículo 22 

constituyera un consentimiento específico a la jurisdicción del CIADI conforme al Artículo 25 del 

Convenio del CIADI haya sido transmitida y luego aceptada por el Gabinete Económico o por el 

Consejo de Ministros y que luego alguno de ellos haya actuado en consecuencia. 

171. En opinión de la mayoría del Tribunal, dada la incertidumbre de la redacción adoptada en el 

Artículo 22, que no revela un significado llano, y la clara diferencia con el consentimiento a la 

jurisdicción contenido en los tratados bilaterales de inversión anteriormente celebrados por 

Venezuela, las pruebas deben demostrar que el Artículo 22 reflejaba una intención de parte del 

                                                      
160 El Tribunal observa que la Demandada sostiene que el legislador era el Presidente Chávez (Transcripción de la 
Audiencia sobre Jurisdicción, Día 3, 580:10-12), pero acepta la declaración de la Demandante de que el Presidente 
Chávez actuó a través del Consejo de Ministros (Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 3,622:12-623:5). 
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Gabinete Económico y del Consejo de Ministros para prestar el consentimiento a la jurisdicción 

del CIADI. 

172. Las pruebas presentadas al Tribunal en relación con esta cuestión crucial se tratan en los párrafos 

siguientes.  

173. En el párrafo 14 de su Declaración Testimonial, el Sr. Corrales afirma: 

“Recuerdo en particular que durante la revisión del Gabinete Económico 
discutimos el asunto del arbitraje internacional, y solamente una de las personas 
presentes en la reunión se opuso a la propuesta realizada por los redactores de que 
la Ley de Inversiones debería brindar a los inversionistas extranjeros el derecho de 
buscar arbitraje internacional como medio para resolver las diferencias con la 
República“161.

174. Esto no basta como prueba de que el objetivo del Artículo 22 era que constituyera en sí mismo un 

consentimiento a la jurisdicción requerida por el Artículo 25 del Convenio del CIADI. Constituye 

simplemente una referencia general al arbitraje internacional.  

175. En el párrafo 20 de su Segunda Declaración Testimonial, el Sr. Corrales sostiene: 

“Además ratifico haber comprendido haber sido autorizado a incluir dicho 
consentimiento en la Ley de Inversiones a fin de brindar la protección adecuada a 
los inversionistas extranjeros en Venezuela, con la intención de atraerlos y 
mantenerlos en el país. Adicionalmente, ratifico que tanto el gabinete económico 
como el Consejo de Ministros aceptaron dicha intención, la cual fue aclarada en 
las presentaciones que realicé y los debates en los que participé en ambos 
organismos“162.

176. Una vez más, esta prueba no resulta suficiente para establecer que el Gabinete Económico y el 

Consejo de Ministros fueron informados de la intención de que el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones constituyera el consentimiento requerido por el Artículo 25 del Convenio del CIADI. 

177. El Tribunal también ha considerado cuidadosamente el testimonio oral del Sr. Corrales, en 

particular sus respuestas a las preguntas del Tribunal relativas a las reuniones que mantuvo con el 

Gabinete Económico y el Consejo de Ministros163. El Sr. Corrales declaró que no hubo mención 

alguna al arbitraje del CIADI en la reunión con el Gabinete Económico o en la reunión con el 

Consejo de Ministros. La declaración del Sr. Corrales en respuesta a otras preguntas formuladas 

por el Tribunal no establece que se hubiera transmitido en la reunión del Gabinete Económico o 

                                                      
161 Expuesto anteriormente en [114].  
162 Expuesto anteriormente en [115]. El Tribunal es consciente de ciertos desaciertos en la traducción al español de la 
Declaración Testimonial del Sr. Corrales. No obstante, dado que no se trata de errores materiales y en interés de la 
eficiencia del procedimiento, el Tribunal se ha basado en la traducción proporcionada por la Demandante. 
163 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 213:16-214:6,267:4-5. 
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del Consejo de Ministros la intención del Sr. Corrales (o del Sr. Capriles) de que el Artículo 22 de 

la Ley de Inversiones estableciera el consentimiento requerido por el Artículo 25 del Convenio del 

CIADI164. La declaración del Sr. Corrales tampoco indica que una disposición con el fin de 

establecer el consentimiento a la jurisdicción del CIADI (de cuya importancia era consciente el Sr. 

Corrales) hubiera sido acordada por aquellos presentes en una u otra reunión.  

178. El Tribunal considera por mayoría que no se han presentado pruebas directas que establezcan la 

intención del legislador (en esta oportunidad, el Gabinete Económico y el Consejo de Ministros 

presidido por el Presidente de Venezuela) para otorgar el consentimiento a la jurisdicción del 

CIADI a través de los términos del Artículo 22 de la Ley de Inversiones. En este sentido, las 

conclusiones a las que el Tribunal pueda llegar a arribar sobre la falta de pruebas presentadas por 

Venezuela, y la falta de entrega por parte de Venezuela de los documentos solicitados por la 

Demandante, no pueden ser suficientes para establecer el requisito de la intención. Otras pruebas a 

las que se ha hecho referencia en la presente decisión (incluidos el testimonio oral del Sr. Corrales, 

los documentos elaborados por el Sr. Corrales al momento de la preparación y la sanción de la Ley 

de Inversiones (incluidos los Apéndices WCL-1 y WCL-3) y las presentaciones del Procurador 

General en el caso Fermín Toro), aunque no resultan incompatibles con una intención de la 

Demandada de prestar su consentimiento a la jurisdicción del CIADI, aun así no resultan 

suficientes para establecer dicha intención.  

179. En consecuencia, el Tribunal no puede concluir en base a las pruebas presentadas que el Artículo 

22 de la Ley de Inversiones fue sancionado por Venezuela con la intención de otorgar su 

consentimiento a la jurisdicción del CIADI, tal como lo exige el Artículo 25 del Convenio del 

CIADI. Por lo tanto, la Demandante no puede establecer que la Demandada haya otorgado su 

consentimiento al arbitraje del CIADI respecto de sus reclamos en el presente caso.  

IV. COSTAS 

180. Cada parte solicita una condena en costas contra la otra parte165. No obstante, el Tribunal no 

considera apropiado o necesario emitir una orden que requiera que alguna de las partes le pague a 

la otra. La Demandante formuló argumentos bien presentados y razonables que no se habían 

expuesto en los tres casos del CIADI anteriores en los que se trató el Artículo 22 de la Ley de 

Inversiones. Asimismo, la Demandante presentó pruebas que no se encontraban a disposición de 

los tribunales en los casos anteriores planteados ante el CIADI. En vista de estas circunstancias, el 

                                                      
164 Transcripción de la Audiencia sobre Jurisdicción, Día 1, 188:15-189:3. 
165 Solicitud de Arbitraje [92]; Memorial de la Demandada [51]; Memorial de Contestación de la Demandante [205]; 
Dúplica de la Demandante [297]; Memorial de Réplica de la Demandada [225]-[226]. 



52

Tribunal concluye que cada parte deberá pagar sus propios gastos y que las costas pagaderas al 

CIADI serán abonadas por las Partes de manera equitativa. 

V. DECISIÓN  

181. Por los motivos expuestos anteriormente, el Tribunal resuelve lo siguiente: 

(a) El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones no tiene 

jurisdicción en virtud del Artículo 22 del Decreto venezolano con rango y fuerza 

de ley N° 356 sobre la Protección y Promoción de Inversiones del 3 de octubre de 

1999 para conocer de  este asunto y este Tribunal no tiene competencia para 

decidir sobre los méritos del presente caso. 

(b) Las Partes pagarán en partes iguales los honorarios y gastos de los miembros de 

este Tribunal y/o del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a 

Inversiones. 

(c) Cada parte correrá con sus propios honorarios y gastos incurridos en ocasión de 

este procedimiento. 



                                                                       
                                                                      [Firmado] 
 
 
 Profesor Doug Jones AO 

Presidente 
[Fecha] 

 
 

 

 
                        [Firmado] 

  
                           [Firmado] 
 

Profesor Dr. Guido Santiago Tawil 
Árbitro 

(Sujeto a la Opinión Disidente Adjunta) 
[Fecha] 

 Profesor Philippe Sands QC 
Árbitro 
[Fecha] 

 


